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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Carmelo Vidalín, Presidente, y Martín Tierno, Vicepresidente. 
MIEMBROS: —Señores Representantes Marcelo Bistolfi, Pablo Iturralde Viñas, Raúl Olivera y Luis Puig. 


INVITADOS: Por los Sindicatos de Trabajadores del Ministerio de Transporte y Obras Públicas: Claudia 
Moreira, Uruguay Cabrera, Hermelinda Rodríguez, Héctor Herrera, Gerardo Guimaraes, 
Yanis Diakakis, Alejandro Benítez, Bismark Larrosa y Hugo Viana. 


Por la Asociación de Informáticos Judiciales: señores Horacio Vico, Presidente; Guillermo 
Colo, Vicepresidente, y Gabriel Espíndola. 


Por Cuidadoras de INAU doctora Azul Martorell, asesora legal, y señoras Mabel Aranda y 
Fany Fusatte. 


Por la Asociación de Funcionarios Judiciales: señores Sergio Núñez, Secretario General; 
Esteban Romasanta, Secretario de Organización, y Gustavo Signorelli, Secretario de 
Prensa. 


SEÑOR VICEPRESIDENTE (Tierno).- Habiendo número, está abierta la reunión 


La Comisión tiene el agrado de recibir a las señoras Claudia Moreira, Hermelinda Rodríguez y Yannis 
Diakakis y a los señores Uruguay Cabrera, Héctor Herrera, Gerardo Guimaraes y Alejandro Benítez. 


Como ustedes saben, hubo una solicitud del señor Diputado Garino para invitarlos a la Comisión, a efectos 
de hablar sobre ciertas problemáticas que están atravesando, para lo cual les cedemos la palabra. 


SEÑOR CABRERA.- Soy tesorero de la Asociación de Funcionarios de Secretaría del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. Me acompaña la Presidenta del gremio, la señora Claudia Moreira, y 
representantes de los gremios de Arquitectura, Hidrografía y Topografía. 


Esta convocatoria fue realizada a nuestra señora Presidenta por la Secretaría de vuestra Comisión. 
Entendemos que la problemática de las compensaciones especiales y extraordinarias es de todo el Ministerio. 
En primer lugar, se nos convocó a nosotros y, luego, trasladamos vuestra invitación a los seis gremios con 
cabeza en Montevideo. Aclaro que al único que no invitamos fue al sindicato de Varadero, Carmelo, por estar 
en el interior del país, en una situación geográfica en que se les hace imposible venir. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Vidalín) 


——— Entrando de lleno al tema de las compensaciones especiales y extraordinarias, señalo que este tema el 
Parlamento ya lo conoce desde el año pasado, en oportunidad en que esta Coordinadora de Sindicatos asistió 
a la Comisión de Presupuesto de la Cámara de Senadores. Queremos hacer la precisión de que cuando 
vinimos a anotarnos a la Cámara de Representantes, en ocasión de discutirse la Ley. de Presupuesto, los cupos 
para recibir delegaciones estaban completos y, por lo tanto, llegamos tarde. No se trata de falta de diligencia 
para venir a hablar con los señores Diputados; el problema fue que llegamos un poco tarde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habían pedido la entrevista con la Comisión de Hacienda, ¿verdad? No con 
esta Comisión. 


SEÑOR CABRERA.- No, no pedimos audiencia con la Comisión de Legislación del Trabajo. 


Aclaramos: en su momento, vinimos al Parlamento para hablar de la Ley de Presupuesto porque el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas había introducido en su mensaje un proyecto de artículo, que finalmente se 
convirtió en el 460 de la Ley N* 18.719, que hablaba de estas mismas compensaciones y que, de alguna 
forma, las vinculaba a compromisos de gestión. Quisimos negociar dicho artículo con el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, pero no fue posible. Nosotros entendemos que de alguna forma se incumplió 
con la ley de negociación colectiva, porque ella establece que por lo menos deberían consultarse los 
proyectos enviados al Parlamento, especialmente los referidos a la materia funcional, salarial, etcétera. En ese 
momento, intentamos introducir algún cambio en la Cámara de Senadores porque la oportunidad en la 
Cámara de Representantes ya había pasado. Nosotros pretendíamos que los compromisos de gestión que 
vinculaban estas compensaciones especiales se pudieran negociar con los sindicatos; queríamos abrir un 
compás de negociación para que las decisiones no fueran unilaterales, como lo fueron después. 


En la documentación que entregamos al señor Presidente figuran todos los antecedentes, tanto la carpeta de la 
Coordinadora como la versión taquigráfica de nuestra comparecencia ante el Senado. 


Como saben, el 21 de diciembre, el Director General del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, señor 
Pablo Ferrer, aprueba esta resolución sin avisar a los gremios, con una suerte de reglamentación, a lo que se 
agrega que aun el proyecto de artículo que hablaba de las compensaciones no estaba vigente porque la Ley de 
Presupuesto no había sido promulgada. Eso nos llamó poderosamente la atención. Inmediatamente, la 
Coordinadora de sindicatos en esas fechas tan especiales de Navidad pidió entrevista con el Director General 
de Secretaría, que finalmente nos recibió el 30 de diciembre de 2010, y comenzó una discusión. El Director 
General dijo que esas compensaciones especiales no son materia de negociación por no ser partidas 
salariales. Acá queremos hacer un poco de historia. Las compensaciones extraordinarias nacen con la Ley de 
Presupuesto de la primera Administración de Sanguinetti, Ley N” 15.809, de 8 de abril de 1986, para trabajos 
extraordinarios o especiales, pero, luego, con el paso del tiempo y de la vida, sucede que este bolsón de 


dinero que tenía el Ministerio de Transporte y Obras Públicas se va destinando en forma acumulativa con el 
paso de los años y deviene en salarios. Es decir, cada día se paga más en forma regular con ese bolsón de 
dinero, de forma tal que lo que en principio fue algo extraordinario, se ha convertido en ordinario. Entre otras 
cosas, este bolsón de dinero ha servido para pagar salarios a funcionarios que entraban por la Dirección 
Nacional de Arquitectura y, por distintas políticas de personal que tenían las sucesivas Administraciones 
coloradas y blancas en su momento por lo que fuera, terminaba siendo parte del salario de esas personas que 
luego pasaban a otras Direcciones Nacionales. Es decir, entraban por una puerta y, finalmente, terminaban 
haciendo tareas diferentes para las que originalmente habían ingresado al Ministerio. Este bolsón de dinero, 
que en cada Unidad Ejecutora tiene un proyecto, como por ejemplo el 855, en Vialidad, o el 854, en 
Hidrografía, sirvió para hacer reestructuras parciales en diversas Direcciones Nacionales. Recuerdo la época 
en que fue Directora General la doctora Laura Rey, que en un momento se hizo una reestructura parcial por 
funciones no por cargos, en 1998-1999, luego de la declaración de excedentarios, el caso de aquellos 
compañeros que se retiraron para iniciarse en microempresas y demás. Ese dinero de compensaciones 
especiales se destinó para ir complementando los salarios de aquellos funcionarios que alcanzaron esa 
reestructura parcial, tratando de nivelar las distintas funciones, a fin de que se pudieran corregir inequidades. 
Eso ha ocurrido así hasta el presente. 


En resumidas cuentas, decimos que en la primera Administración del Frente Amplio, cuando el señor Rossi 
era Ministro, se llamó a los sindicatos para dialogar y tratar de encontrar una solución en este sentido. 
Después de una serie de idas y venidas, se llegó a una tabla que no es la mejor, que no es la que nosotros 
queríamos, pero por lo menos era lo que más se aproximaba al dinero que había en ese momento. Esa tabla 
surge de una resolución que aparece en las carpetas que entregamos a esta Comisión y fue lo que terminamos 
acordando. Allí se planteó la apertura de grado solo para los Escalafones C y D; no había apertura de grados 
para los Escalafones A, B y E, y voy a explicar por qué. En un momento, el ex Ministro Rossi planteó que 
debía haber abatimiento en los salarios, cuestión a la que los sindicatos se negaron. El ex Ministro Rossi 
agregó que solo debería haber abatimiento en los Escalafones C y D, un poco como jamón del medio. 
Cuando preguntamos por qué no se hacía para el Escalafón A, en ese momento se nos dijo que se precisaban 
los profesionales en el Ministerio y que en el caso del Escalafón E, que son los compañeros de oficio, que en 
general ganan menos, tampoco había que tocarlos, algo en lo que estamos de acuerdo. En definitiva, esa 
resolución quedó así, y se hizo una apertura de grado en esos dos escalafones, es decir, en el C, Escalafón 
administrativo y en el D, semitécnico; en el Escalafón A y en el E quedó todo como estaba y no se pudo 
avanzar más en la reestructura funcional y salarial del Ministerio. 


Después de las promesas de la Administración anterior en cuanto a iba a haber reestructuras en forma, donde 
pudiéramos abordar todo este tipo de problemas, durante la Administración Vázquez se nos dijo que los 
tiempos no daban y que, por tanto, en esta nueva Administración del Frente Amplio se iba a ir a una 
reestructura. En principio, el señor Ministro Pintado dijo que la reestructura del MTOP se haría para el 
año2012 y ahora, por algunas expresiones que hizo públicas a la interna del MTOP, que se hará en el 2013. 
En tanto, nosotros seguimos esperando que se haga una reestructura para abordar todos estos problemas 
salariales que están íntimamente vinculados a la función y al cargo de cada persona, y no logramos que ello 
ocurra. Y mientras, surgen resoluciones que, a nuestro juicio, son inconsultas, que no fueron comunicadas a 
los gremios, porque ni siquiera se nos dijo: "Mañana vamos a sacar esta resolución y queremos que la vean 
antes de que se firme". 


La Ley. de Negociación Colectiva a la que sabemos que ponen mucha atención porque son integrantes de la 
Comisión de Legislación del Trabajo establece algunas cuestiones importantes en su artículo 2”, como la de 
"alcanzar acuerdos previos a posibles decisiones unilaterales"; y esta es una decisión unilateral del Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas que puede llegar a afectar a cientos o miles de trabajadores, porque la gran 
mayoría de los funcionarios de esta Cartera reciben estas compensaciones, con excepción de los nuevos 
contratos temporales de derecho público y algún otro. 


Por su parte, en el literal C) del artículo 4” se habla de la estructura de la carrera funcional, y nosotros nos 
preguntamos: ¿la materia salarial es o no parte de la estructura funcional? 


En el literal D) de ese mismo artículo se habla del sistema de reforma de la gestión del Estado, de criterios de 
eficiencia, eficacia, calidad y profesionalización. 


Y la resolución del 21 de diciembre, en su artículo 9% dice que la que fundamentación precitada deberá 
indicar con precisión los objetivos a los que contribuirá el régimen compensatorio extraordinario y las metas 
que se pretende alcanzar con ello, explicitando el aporte que cada uno de los funcionarios comprendidos 
realizará para el efectivo logro. ¿Cómo podemos saber las metas a las que se va a obligar al funcionariado si 
no conocemos siquiera los indicadores de gestión? Esas son las preguntas que nos hacemos. ¿Cómo se puede 
cumplir con la ley, que habla de criterios de eficiencia y eficacia que deben ser negociados, si en definitiva se 
toman decisiones con respecto a las cuales uno debe andar corriendo para ver cómo parar los penales? 


Pedimos disculpas por habernos extendido tanto y quedamos a las órdenes. 
SEÑOR GUIMARAES.- Muchas gracias por la invitación. 


Pertenezco a la Asociación de Funcionarios de la Dirección Nacional de Arquitectura. Soy su Secretario 
General. Me acompaña el compañero Presidente, Juan Diakakis, y el compañero Alejandro Benítez, Tesorero 
del sindicato. 


Como bien se describía, la metodología de otorgar compensaciones que realizaron durante muchos años los 
administradores de turno generó en la masa salarial de los trabajadores una particular significación. Tanto es 
así que, si observan un recibo de salario de cualquier trabajador de la Dirección Nacional de Arquitectura, 
verán que el porcentaje que se otorga en caso de compensaciones especiales está por encima del 30% o 40% 
del salario total percibido. 


Nos llamó mucho la atención encontrarnos con esta resolución en la fecha en que se gestó. Fuimos partícipes 
de la discusión con el Director General, en la que se nos negó la posibilidad de negociación, amparados en un 
artículo del propio Presupuesto. Una cosa que nos llamó significativamente la atención fue encontrarnos con 
el artículo 32 de la Ley de Presupuesto, que establece claramente: "Se entiende por compensaciones de 
carácter permanente aquellas cuyo derecho al cobro se genera por lo menos una vez en el año, durante un 
período como mínimo de tres años, con excepción del sueldo anual complementario”. Se generó una 
contradicción entre lo que se nos decía por parte del Administrador y lo que la propia ley establece, más allá 
de lo que generó esta resolución en todos los ámbitos internos de los trabajadores, que, evidentemente, ven en 
una situación de riesgo sus ingresos salariales. Mediante un estudio que hicieron los sindicatos para evaluar 
la masa salarial que había en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas se constató que estas 
compensaciones fueron absorbidas dentro de los pisos mínimos que se fijaron en el Decreto del 7 de febrero. 
Estamos hablando de cerca del 60% de trabajadores que representaban al sector obrero y que percibían 
salarios menores a $ 15.400. Todas esas compensaciones quedaron contenidas dentro de los pisos salariales. 
Al resto de los trabajadores, que desempeñan tareas de mayor sustentabilidad, con roles más significativos 
dentro del área del Ministerio, evidentemente, no les alcanzó. Entonces, hoy tenemos renuncias de 
trabajadores que desempeñan tareas técnicas. Este es el caso del prevencionista de la Dirección Nacional de 
Arquitectura, que era el único que tenía la firma registrada ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
porque se le dio la función con una compensación, pero seguía siendo ayudante de arquitecto por lo que el 
costo de su salario superaba apenas el piso que marca el Decreto del 7 de febrero y no se sentía dentro de la 
oferta de mercado que existe actualmente, como consecuencia de lo cual acabó presentando su renuncia y 
dando de baja todas las obras en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Esta es una cosa muy grave 
porque, evidentemente, estamos ante una infracción en la seguridad nada menos que de los trabajos en obra. 


Esa realidad lo que nos muestra es toda esa situación que se genera debido al otorgamiento de 
compensaciones, dado que los trabajadores ingresaban en calidad de obreros para hacer tareas de mayor 
relevancia y después se iba aplicando el reconocimiento a las funciones en su salario y otorgándoseles 
compensaciones. Eso aun hoy se mantiene, y ahora se pone esta resolución a disposición de los trabajadores, 
sin previa negociación ni discusión por parte de la Administración. 


Es importante que sepan que muchísimos trabajadores que realizan tareas de carácter relevante dentro de la 
Administración ni siquiera llegaron a los pisos que establece el Decreto del 7 de febrero. Entonces, nos 
sorprendemos por el hecho de que hoy no se intente negociar esta situación para empezar a caminar en una 
escala salarial acorde a las funciones. Tal como se mencionaba, está lo relativo a la reestructura, la que se 
viene postergando desde hace mucho tiempo. Los trabajadores organizados pusimos mucho en el sistema 
SIRO. Trabajamos muchísimo dentro del Ministerio de Transporte y Obras Públicas para que se concibiera y 
se pudiera dar paso al relevamiento de ocupaciones y, por lo tanto, presentar ante la Oficina del Servicio Civil 


una lista de ocupaciones para inmediatamente caminar hacia una escala salarial de esas funciones. 
Lamentablemente, el SIRO fracasó. Hoy, nos encontramos en otro proceso de reforma del Estado y estamos 
en esta nueva disyuntiva de saber qué va a pasar con nuestros salarios. 


Para que tomen conocimiento en la Comisión, vamos a solicitarles una nueva entrevista, dado que 
últimamente, en las reuniones con el Director, nuestro sindicato ha tenido algunas eventualidades muy 
particulares que queremos poner en su conocimiento. 


De mi parte, nada más. 
SEÑOR HERRERA.- Soy Secretario General de la Asociación de Funcionarios de Hidrografía. 


Por una cuestión de principios estamos en contra de las compensaciones especiales. Quisiéramos contar con 
un salario digno para todos los trabajadores, acorde a la función dentro de la Administración. Por lo tanto, 
nos parece que las compensaciones especiales son una aberración dentro de la masa salarial de los 
trabajadores. 


Hacemos acuerdo con la mayoría de las cosas expresadas por los compañeros. Pero también quiero decir que 
el Director General a quien no voy a defender, pero comparto lo que dijo nos expresó a todos los sindicatos 
que lo que él quería con la revisión de las compensaciones especiales era corregir barbaridades que hay 
dentro de Hidrografía. Tal es el caso de las secretarias de Administraciones anteriores que siguen cobrando 
compensaciones por el trabajo que hacían y ya no cumplen. Lo mismo pasa en Hidrografía, donde hay gente 
con sueldos altísimos que cumplía determinadas tareas en Administraciones anteriores y actualmente no las 
cumple. Nos parece que eso distorsiona toda la tabla salarial. Ustedes saben lo que queremos lograr como 
sindicato. Si lo que pretende el Director General es tratar de solucionar las aberraciones que hay en cuanto a 
gente con sueldos altos que ya no cumple las funciones que cumplía, estamos de acuerdo. Lo que nos 
preocupa es que los sueldos bajos quedaron blindados por pisos salariales. Como sindicato estamos 
trabajando en la Dirección de Hidrografía proyectando una reestructura para tratar de corregir eso. No 
pretendemos que les bajen el sueldo, pero sí que se los congelen hasta que los compañeros que realmente 
cumplen las tareas lleguen a ese nivel. 


No quiero ser la voz discrepante pero quería decir que si esto busca corregir las inequidades existentes, 
estamos de acuerdo. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Agradezco a la delegación que concurre hoy. 


El planteo que hice en esta Comisión arranca el 9 de marzo de este año. Unos días antes nos enteramos de la 
resolución del 21 de diciembre de 2010 y creímos pertinente compartir en esta Comisión de Legislación del 
Trabajo con los compañeros que la integran esta situación que a mi juicio no es tan feliz. Me refiero al hecho 
de disponer a través de un decreto o resolución de gran parte del salario de los trabajadores, como 
mencionaron quienes me precedieron en el uso de la palabra. La fecha tampoco es feliz, porque el 21 de 
diciembre la gente está de vacaciones. Como quien dice, entre gallos y medianoche se dispuso sacarles un 
30%, 40%, 60% o más del sueldo a los trabajadores. Algunos vinieron a verme preocupados, al saber de las 
gestiones que se estaban haciendo a nivel de gremio. Hay muchos gremios, muchos sindicatos y muchas 
puertas que golpear porque están desmembrados por varias direcciones. Alguna persona conocida me trasladó 
la inquietud, una cosa llevó a la otra, e hice el planteo correspondiente en esta Comisión y en la media hora 
previa de la sesión de Cámara, en la que pedí se les enviara la versión taquigráfica de mis palabras. Espero 
que les haya llegado. 


Esto nos llamó mucho la atención y pedimos recibos de sueldo. Tengo algunos en mi poder y son ciertamente 
difíciles de entender ya que no hay nada que diga "sueldo" sino un montón de partidas, como sucede en casi 
todos los empleos públicos. Personalmente, no creo en esa distinción entre sueldo de grado por un lado y 
compensaciones especiales por otro. Para mí, todo haber que genera un trabajador fruto de una relación de 
trabajo es sueldo. Esto lo dice la Ley N* 16.613 del BPS cuando se refiere a la materia gravada y también lo 
dice la jurisprudencia. Cuando una persona, fruto de una relación de trabajo, tiene tres prestaciones en 
períodos regulares de tiempo eso ya pasa a ser sueldo, materia gravada, y hay que aportar al BPS. No 
entiendo esa distinción. Eventualmente podría darse si hay horas extra atípicas por una tarea específica, pero 


cuando se dan situaciones en las que durante diez o quince años se viene cobrando un haber por parte de un 
trabajador se entiende que ese haber es sueldo. 


Tampoco son de recibo algunas disposiciones que dan facultades administrativas al jerarca inmediato 
superior que pueden eventualmente ocasionar el recorte del sueldo de un trabajador en un 50% o 60%. Se le 
exige que evalúe al trabajador cuando no hay un manual de funciones y en muchos casos ni siquiera tareas 
específicas asignadas. No hay un criterio para decir cuándo uno está haciendo la tarea específica y cuándo la 
tarea atípica que ameritaría una compensación especial. Corríjanme ustedes que son más idóneos y tienen 
más proximidad con las tareas, pero yo creo que no existe esa diferenciación específica. Inclusive, a mi 
entender este decreto es ilegal, antijurídico por la ley de BPS y por vulnerar principios básicos de derechos ya 
adquiridos por los trabajadores. 


El recibo que tengo en mis manos es por un total neto de $ 34.000 y un líquido de $ 17.000. El sueldo de 
grado es de $ 5.067 y la compensación especial de $ 20.305. Ese es el 75% del haber de un trabajador, y por 
resolución del 21 de diciembre la Administración, a través de la habilitación del mecanismo muy 
cuestionable de una evaluación por parte de un jerarca inmediato pueden darse eventualmente persecuciones 
y situaciones muy tristes para un trabajador, se puede recortar los haberes en una forma muy grave. 


También coincidió que este año hubo una resolución del Ministerio, firmada por el señor Pablo Ferrer, donde 
se solicita una prórroga del mecanismo para quitar las compensaciones especiales hasta el 30 de junio de 
2011. Esto es una marcha atrás de lo dispuesto inicialmente, entre gallos y medianoche, el 21 de diciembre de 
2010, y convalida la preocupación y alarma que traje aquí en marzo de este año. 


Hemos citado a las autoridades del Ministerio no sé en qué están las citaciones de las autoridades a esta 
Comisión para que expliquen cuál es la política laboral y hacia dónde apunta efectivamente esta resolución. 
Algunos compañeros de la Comisión creen muy conveniente que vengan personas vinculadas directamente 
con los gremios y sindicatos del Ministerio y queremos escuchar sus puntos de vista. Me gustaría conocer la 
opinión de ustedes respecto de esta situación que estoy poniendo de manifiesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa al colega Diputado Garino Gruss que luego de recibir a una 
de las partes siempre se invita a la otra. Por lo tanto, seguramente la próxima semana vamos a 
convocar a las autoridades del Ministerio. 


SEÑOR OLIVERA.- Ante un planteo de la magnitud del que se ha hecho, quisiera saber si en realidad 
la mayoría de los salarios tienen esta composición. 


Yo no quiero entrar en el campo de las interpretaciones. Simplemente vamos a recoger información, haciendo 
todas las indagatorias, averiguaciones y verificaciones, pero adelanto que conceptualmente estoy en contra de 
las compensaciones, en la medida en que ha sido un instrumento discriminatorio, de amiguismo, que permitió 
beneficiar a los amigos de turno, situación que nosotros debemos revertir. 


En este sentido, creo que se debe entrar en un proceso de discusión en el marco de la negociación colectiva 
para corregir definitivamente las inequidades que han sido moneda corriente durante largos períodos. 
Comparto lo que se ha dicho en el sentido de que no siempre quienes son asignados a las tareas son los que 
las cumplen y que quienes efectivamente las llevan a cabo por un tema de compromiso o por determinadas 
características personales y de desempeño laboral son víctimas de la discriminación, al ver que perciben las 
compensaciones quienes no deberían. 


Por lo tanto, reitero que conceptualmente estoy en contra de las compensaciones. Entiendo que este tema 
debe ser incorporado dentro de una discusión amplia donde se analice lo relativo a cargos concursables, a 
méritos y a una cantidad de cuestiones que no voy a mencionar porque ustedes las conocen más que nadie. 
Ha habido permanentes planteos de las organizaciones sindicales de que el punto fuera considerado en esos 
términos. 


Quien habla, sin comprometer al resto, siempre va a dar esta pelea para que los trabajadores tengan salarios 
acordes con las tareas que desempeñan y sin discriminación. Ahora se interpreta que como los superiores 
eran quienes debían verificar si los trabajadores cumplían efectivamente con la tarea, ellos definían a quiénes 
les correspondía las compensaciones y a quiénes no. O sea que partimos de un elemento totalmente nocivo 


que atenta contra el mundo del trabajo y hoy nos encontramos que si se quiere corregir se atenta contra el 
salario. 


Además, esta forma de compensación que se ha tenido en el correr de muchos años no ha dejado que los 
trabajadores se desempeñaran como debían, porque era más conveniente buscar buenos amigos que ser 
buenos trabajadores. Creo que aquí no hay una disputa legal ni jurídica porque, de ser así, no estaríamos 
teniendo esta conversación de carácter político en este ámbito y el tema estaría radicado en los Juzgados para 
reclamar algo que ustedes consideran legítimo. Creemos que amerita que se considere ese bolsón de dinero 
que se incluía dentro del rubro salario para ver cómo podemos corregir esta situación. 


Por otra parte, en cuanto a la versión taquigráfica que fue cursada con una amplia votación, quiero aclarar 
cuál es el método que se sigue. Por una cuestión de cortesía y de método político, siempre se acompaña la 
votación para que la versión taquigráfica de las palabras expresadas en la media hora previa por cualquier 
legislador llegue a los organismos que él solicita. Hago esta aclaración para que no se piense que en términos 
conceptuales siempre compartimos el contenido de la versión taquigráfica. Simplemente habilitamos a que 
quien expresa su opinión cuente con el aval de todos los legisladores para que su opinión llegue a los 
distintos organismos. De esa manera, los demás legisladores, aunque no compartan las opiniones vertidas por 
sus colegas, por una cuestión de cortesía votan ese trámite para que las versiones taquigráficas lleguen a los 
organismos que el orador solicita. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Quisiera aclarar, para echar más luz sobre el tema, que hay un recurso 
administrativo contra la resolución de fecha 21 de diciembre y tengo entendido que lo firmaron varios 
cientos de trabajadores del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. En ese sentido, me gustaría 
conocer la opinión de quienes comparecen en el día de hoy. 


Asimismo, informo que efectivamente hay una instancia en la que se cuestiona la polémica resolución y que, 
si bien está en una etapa administrativa, eventualmente se planteará en sede judicial. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quisiera dejar una breve constancia porque no siempre el que calla otorga. 


Aquí se ha dicho que todos los partidos votan el pase de exposiciones escritas o de la media hora previa a los 
organismos que se solicita, independientemente de que estén de acuerdo o no, pero no es así. Creo tener el 
récord histórico parlamentario de palabras vertidas en la media hora previa cuyo trámite no ha sido votado 
por el oficialismo. 


SEÑOR PUIG.- Quisiera saber si estamos en presencia de varias organizaciones sindicales, y si alguna 
de ellas no ha hecho uso de la palabra y desea plantear alguna reflexión. 


SEÑOR CABRERA.- Voy a hacer algunas aclaraciones referidas a lo que expresaron los señores 
Diputados Garino Gruss y Olivera. 


Nuestra concepción de raíz es que queremos negociar. El tema de los Juzgados, al que aludieron los señores 
Diputados Olivera y Garino Gruss pertenecen a otra instancia. En todo caso, a veces los gremios optan por 
las instancias judiciales cuando está agotada la de la negociación colectiva que, además, está sostenida por 
una ley que nosotros queremos que se cumpla. Lamentablemente, hoy existe una queja planteada en la OIT 
porque no se está cumpliendo con la ley de negociación colectiva a nivel de todos los funcionarios públicos. 
En el tercer nivel, esto es una prueba más de que se está incumpliendo con esa ley. 


Luego, en cuanto a si va a haber demandas judiciales por vía individual de cada trabajador, o si hay un 
recurso administrativo que efectivamente habrían firmado cientos de funcionarios, queremos decir que hay 
gremios que dejamos en total libertad de acción a nuestros afiliados para firmar o no ese tipo de recursos. En 
definitiva, para firmar un recurso administrativo o para ir a la Justicia el funcionario no tiene que pedirle 
permiso a un gremio, porque a través de los artículos 30, 317 y 319 de la Constitución de la República 
cualquier ciudadano puede interponer un escrito, una petición o un recurso administrativo, puede ir al 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, etcétera. Es decir que tiene una serie de instancias, hasta la vía 
para el cobro de dinero. Sin embargo, este no es el tema cardinal que nos trae a la Comisión de Legislación 
del Trabajo. Venimos a pedirle que, si tiene a bien y así lo considera, solicite al Ministerio de Transporte y 


Obras Públicas que comience a negociar en serio y conforme a la ley de negociación colectiva. Eso es lo que 
venimos a pedir. 


Por otra parte, el señor Diputado Olivera hacía una pregunta acerca de si estas compensaciones especiales 
comprendían a muchos o a pocos funcionarios. El año pasado, en oportunidad de concurrir a la Comisión de 
Presupuestos de la Cámara de Senadores, decíamos a sus miembros que de los 3.938 funcionarios que en ese 
momento tenía el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, salvo los contratos a término, que ahora se 
convirtieron en contratos temporales de derecho público, y no eran más de doscientos funcionarios, el resto 
cobra compensaciones especiales. Algunos cobrarán menos y otros más, pero se trata de miles y miles de 
funcionarios. ¿Por qué? Como dijimos al principio, la compensación devino en salario regular porque se 
utilizó dinero de ese bolsón. Como el Gobierno Central no disponía de partidas para cargar al salario base y a 
la compensación al grado, cada Ministerio debió recurrir a las partidas que podía e iba consiguiendo para 
pagar un salario digno. Esa es la razón por la que miles de funcionarios cobran estas partidas. 


El señor Diputado mencionaba que debió haber amiguismo y privilegios. Sí, quizás hubo decenas o tal vez 
cientos, no lo sé. Lo que sí sé es que esta funcionaria que, casualmente, es la Presidenta de mi gremio, gana 
$ 16.059 nominales, y no es ninguna privilegiada. No creo que haya sido amiga de algún político en el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas durante estos años para luego de quince años de trabajo terminar 
ganando $ 16.059. Además, de los $ 16.059 que gana mi compañera Claudia, $ 4.001 corresponden a sueldo 
del grado y $ 7.517 a compensación especial. Es un sueldo muy pequeño. Habrá más bajos, pero no creo que 
sean muchos si tenemos en cuenta que el mínimo es de $ 15.400. 


Para terminar mi exposición quiero expresar que en este momento el Servicio Civil y todo el Gobierno están 
trabajando en una nueva carrera administrativa. En una presentación que le hicieron a COFE en el Servicio 
Civil se habló de que la escala salarial que pretenden para la Administración Central estaría entre los 

$ 15.400 para las cuarenta horas y los $ 73.000, que corresponden al 90% del sueldo de un Director de 
Unidad Ejecutora. Si miran el padrón salarial del Ministerio de Transporte y Obras Públicas podrán darse 
cuenta de que prácticamente todos los funcionarios están dentro de lo que está manejando el Gobierno 
Central. Por tanto, no estamos ante una situación tan desmedida. Existen privilegios de larga data, de 
Gobiernos colorados, blancos y quizás también frenteamplistas pero, en definitiva, nosotros queremos 
comenzar de una buena vez a abordar estos temas en forma bilateral, como corresponde, y no con decisiones 
inconsultas. 


SEÑOR OLIVERA.- No estoy diciendo que no lo puedan hacer. Sí, pueden, pero acá no discutimos 
cuestiones que corresponden a otro Poder, en este caso al Judicial. 


Quiero repetir las palabras que fueron utilizadas: esto es de una injusticia incalculable. El señor que hizo uso 
de la palabra expresó que su compañera, tomando en cuenta las compensaciones, cobra $ 16.059. Tengo aquí 
un dato extraído de la media hora previa del señor Diputado Garino Gruss que expresa que de un sueldo que 
llega a los $ 34.000, $ 20.300 corresponden a compensación. Quiere decir que una persona recibe más por 
concepto de compensación que otra por todo su sueldo. Si esto no es injusticia, me gustaría saber qué es 
injusticia. 


Vuelvo a decir que debe discutirse ampliamente cómo se realiza la distribución de la masa salarial entre los 
distintos trabajadores que componen la plantilla. Creo que sería muy sano discutir la revisión de las 
compensaciones para que exista justicia y una buena redistribución de los recursos salariales según la tarea y 
no solo en lo que refiere a la confianza política. Sin duda, deben existir cargos de confianza e injusticias que 
deben ser corregidas, porque quienes dirigen, más allá de los criterios conceptuales que se establezcan, son 
personas. Debemos estar atentos a todos los actores que tienen responsabilidad política en la vigilancia de 
esas situaciones. 


(Ingresan a Sala los señores Bismark Larrosa y Hugo Viana, de la Asociación de Obreros de Arquitectura del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas) 


SEÑOR LARROSA.- Soy el Presidente de la Asociación de Obreros de Arquitectura del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y el compañero Hugo Viana es el responsable de la organización de 
nuestro sindicato. Pedimos disculpas por llegar tarde, pero entendimos que era a la hora 10 y 30. 


Lamentamos no haber escuchado las opiniones de los compañeros de los diferentes sindicatos y de algunos 
legisladores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si bien no hubo una respuesta directa a la pregunta del Diputado Puig, 
estamos ante la presencia de diferentes sindicatos. 


SEÑOR LARROSA.- Queremos aclarar que nuestra opinión, como sindicato, no involucra al resto de 
los sindicatos. Al no existir una federación ni un sindicato único dentro del Ministerio tuvimos una 
coordinadora, nuestra opinión no involucra al resto de los sindicatos sino que es una opinión de 
nuestro gremio. 


En cuanto a las compensaciones, es bueno hacer un poco de memoria. Hace bastantes años, otros Gobiernos 
utilizaron las compensaciones para pagar favores. En los años noventa nosotros denunciamos que en forma 
permanente se incrementaban los salarios de algunos trabajadores mediante las compensaciones. 
Entendíamos que en algunos casos era de recibo, pero en otros no. Por lo tanto, esta situación de las 
compensaciones ya tiene larga data y se ha dado en varios gobiernos anteriores. 


En lo que tiene que ver específicamente con la resolución de fecha 21 de diciembre de 2010, nosotros 
interpretamos lo que en ella se dice a texto expreso. Cuando habla de compensaciones especiales 
extraordinarias y por funciones, entendemos que se trata de una compensación para alguien que desarrolla 
una tarea especial, extraordinaria o por la función que se le determina en cierto caso. Por tanto, para nosotros 
no debería formar parte del salario, máxime teniendo en cuenta la situación que se ha generado en estos días 
con los mínimos salariales, donde se ha dado una contradicción ya que, por un lado, se entiende que estas 
compensaciones son parte del salario y, por otro, no. Como vemos que hay algunas contradicciones, 
quisiéramos aprovechar la oportunidad para plantear claramente que, más allá de la opinión que puedan tener 
cada uno de los integrantes de esta Comisión y los trabajadores, todos estamos un ciento por ciento de 
acuerdo con que todas estas situaciones deben ser negociadas con los trabajadores. Ningún trabajador tiene 
dudas en cuanto a que esto debe ser parte de la negociación colectiva, respecto a la cual tenemos dificultades, 
no solo en el Ministerio, sino a través del Poder Ejecutivo y en la rama que se llama o que se da por llamar 
COFE. 


Por un lado, creemos que el tema de las compensaciones debe ser negociado por los trabajadores y, por otro, 
como sindicato, no avalamos la demanda técnicamente no sé cómo se llama o la presentación de este recurso. 
Tomamos posición en contra de esto porque quienes lo patrocinaban menospreciaron a los trabajadores 
pensando que éramos trabajadores de obra; es cierto que muchos de nuestros compañeros tienen dificultades 
para leer o interpretar por lo que quisieron engañarlos diciéndoles que a todo el mundo se le iba a rebajar el 
salario con el tema de las compensaciones. Hubo un engaño, hecho de muy mala manera y queremos 
plantearlo porque nosotros decimos las cosas negativas y las positivas de la misma forma. 


Reiteramos que como sindicato no avalamos esto, más allá de que algún compañero quizás haya firmado 
engañado. 


SEÑOR TIERNO.- ¿Cuántos funcionarios tienen en esa repartición? 


SEÑOR LARROSA.- Nosotros representamos al personal obrero de la Dirección Nacional de 
Arquitectura que, en este momento, comprende unos 500 trabajadores. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- ¿Ninguno de esos trabajadores cobra compensación especial? Pregunto 
esto a los efectos informativos porque no tengo los 3.900 recibos de sueldo sino que me he ido 
informando como he podido. 


SEÑOR LARROSA.- Actualmente, estamos todos en el mínimo salarial. A partir del 1% de enero se 
generó toda una situación con el mínimo salarial. Al 21 de diciembre había compañeros con 
compensaciones especiales pero la gran mayoría de los compañeros quedaban por debajo de la escala 
salarial que plantea la resolución y, por lo tanto, no eran afectados sus salarios tal como plantearon 
quienes iniciaron la demanda. 


Por otro lado, queremos aprovechar esta oportunidad para hablar de los mínimos salariales. Cuando el Poder 
Ejecutivo estableció el mínimo salarial de $ 15.400 para cuarenta horas de trabajo, debido a los magros 
salarios, la gran mayoría de los trabajadores en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas sobre todo 
personal obrero se vio beneficiada. Valoramos el esfuerzo que se ha hecho en cuanto al incremento del salario 
mínimo y que la gran mayoría del personal obrero haya recibido incrementos salariales importantes, pero al 
establecerlo el Poder Ejecutivo solo para el Grado 1 y no para el resto, surgen dificultades porque la gran 
mayoría del personal obrero está ganando lo mismo. Por ejemplo, gana lo mismo un peón que un medio 
oficial, que un oficial, que un oficial especializado o que un capataz de cuarta; solo se hace diferencia entre 
un capataz de segunda, de primera y con el capataz general. Ya que se está hablando de compensaciones, nos 
parece sumamente importante trabajar en forma inmediata en una escala salarial del propio Ministerio. 


Entendemos que las compensaciones son extraordinarias, por tarea o por función y que, en realidad, deben 
quedar fuera del salario. Las compensaciones que quedan dentro salario se deberán analizar. Más allá de estar 
a favor o en contra, lo que falta es la mesa de negociación que establece la ley de negociación colectiva. 


Por último, quisiéramos plantear que tenemos personal obrero en la Dirección Nacional de Arquitectura que 
trabaja las veinticuatro horas del día y que está a la orden porque, por ejemplo, se hace mantenimiento del 
INAU y, entonces, como se toman como parte del salario todas las compensaciones, termina cobrando lo 
mismo un trabajador que a las cuatro de la tarde se va para su casa que otro que queda a la orden. Por eso 
decíamos que las compensaciones deben seguir existiendo, pero por fuera del salario y por una tarea 
específica. Lo mismo ocurre con los capataces de obra, que entran más temprano que el resto y se van 
últimos; a ellos también se les debe compensar. Al principio, el no pago de horas extra se compensaba, pero 
hoy todo el salario está compuesto por el salario mínimo. Lamentablemente, lo que ha planteado el 
Ministerio de Economía y Finanzas y el resto del Poder Ejecutivo es que no pierden sino que dejan de ganar; 
sin embargo, para nosotros está claro que dejar de ganar es perder salario. 


En definitiva, queríamos plantear nuestra opinión en cuanto al tema de las compensaciones que no involucra 
al resto y, por otro lado, queríamos dejar sentada nuestra preocupación por el tema de los salarios mínimos. 
Respecto a este último, solicitaremos otra reunión con la Comisión para mostrarles los números que 
demuestran la inequidad que se genera. 


SEÑOR PUIG.- De acuerdo con las diferentes intervenciones, queda claro que hay distintas posiciones 
entre las organizaciones sindicales en cuanto a cómo interpretar la situación, su historia y para qué 
fueron asignadas las compensaciones especiales, cuando el conjunto del movimiento sindical uruguayo 
reivindica salarios dignos y no compensaciones como se dieron durante muchos años que hoy se siguen 
manteniendo. No voy a analizar por qué se dieron este tipo de compensaciones en las estructuras 
salariales de los funcionarios públicos durante la década del noventa; cada uno tendrá su 
interpretación. 


De todas formas, me parece imprescindible contar con una mesa de negociación por la vigencia de la ley de 
negociación colectiva y, además, por una práctica saludable y que se viene incorporando a nuestro país desde 
hace algunos años. Digo esto porque durante mucho tiempo, los trabajadores no tuvieron derecho a negociar 
salario ni condiciones de trabajo. Creo que este avance es una parte sustancial de la democracia y que hay 
que instalar una mesa de negociación para analizar esta situación, las posiciones de los trabajadores. 


Desde diferentes lugares se planteaban situaciones que hay que corregir desde el punto de vista salarial y solo 
podemos hacerlo a partir de un ámbito real de negociación. Como saben los señores Diputados que integran 
la Comisión, no he tenido ningún problema en debatir con jerarcas de mi gobierno y de mi fuerza política 
cuando no he estado de acuerdo con las políticas desarrolladas en los distintos Ministerios. Sin embargo, 
quiero entender también que la situación en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas no debe ser fácil 
por lo que se fue acumulando durante años en forma de ingresos que incluyeron, por ejemplo, que algunas 
decenas de profesionales abogados ingresaran a través del escalafón obrero. Durante la década del noventa, 
se dio el caso de abogadas que ingresaron con el título de albañil. Se trata de una serie de irregularidades y no 
debe ser fácil ordenar esa situación. 


Estoy convencido de la necesidad de un ámbito de negociación, algo que es una reivindicación natural de las 
distintas organizaciones sindicales y del movimiento obrero. Por lo tanto, sería bueno convocar al Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas y abogar por que haya una negociación colectiva en la Cartera y por que haya 


una negociación real en el conjunto de la esfera pública. Sin embargo, quiero destacar que hay diferentes 
visiones sobre lo que implica el tema de las compensaciones, no solo como se dieron, sino en lo conceptual; 
me refiero a si las compensaciones son parte del salario o si en la variante que plantearon algunos dirigentes 
sindicales acá hay compensaciones que tienen que ver con si se realiza o no cierta función. No voy a opinar 
porque no conozco en profundidad el tema. 


SEÑOR BENíTEZ.- Quiero hacer una precisión de algo que bien acotó el señor Diputado Garino. 


En la última resolución del señor Director General se establece un plazo hasta el 30 de junio para las 
compensaciones. Este es un hecho grave porque este mes podemos llegar a cobrar el 30% de nuestro sueldo. 
Cabe recordar que a partir del 21 de diciembre, el señor Director General podría haber empezado a trabajar 
sobre el tema para determinar quién cobra la compensación por fuera de su sueldo, que corresponde por una 
función, y todo lo que está establecido en su propio decreto, y quién la recibe como parte de su sueldo. Esto 
todavía no se estableció y nosotros estamos en una situación difícil porque a fin de mes podríamos cobrar 
chirolas. Creo que esto habría que solucionarlo previo a cualquier negociación, porque nosotros ya estamos 
perdiendo. 


Todos los sindicatos estamos de acuerdo con solucionar el tema y desde que se inició el período solicitamos 
que se corrigieran las inequidades. Como bien mencionaba el señor Diputado Puig, la situación en el 
Ministerio es muy complicada porque hay irregularidades desde hace mucho tiempo. De todos modos, 
queremos señalar que hay compensaciones que no son a dedo porque se establecen como parte del sueldo. 
Hay gente que ingresa por concurso o por redistribución y que se le asigna una compensación como parte de 
su sueldo. Y esto no sucede así porque esté arreglado. Eso es algo normal en el Ministerio y debemos 
analizarlo. Ahora, todos queremos cobrar el sueldo que nos corresponde por haber trabajado un mes. 


SEÑOR TIERNO.- Quiero formular una pregunta que surge de las palabras que han manifestado los 
representantes de los trabajadores. 


Con respecto al tema de las compensaciones, desde el 21 de diciembre hasta la fecha, ¿dieron algún fruto los 
contactos? ¿Ha habido una negativa cerrada por parte de las autoridades del Ministerio? ¿Se ha negociado de 
manera bilateral con alguno de los sindicatos? 


Por otra parte, a fin de dejar constancia en la versión taquigráfica, sabemos que un número importante de 
trabajadores presentó una acción judicial y nos gustaría saber quién fue su patrocinante. 


SEÑOR CABRERA.- A partir del 21 de diciembre se pidió una reunión urgente con el Director 
General del Ministerio, señor Pablo Ferrer, que nos fue concedida el 30 de diciembre. En esa 
oportunidad, se nos dijo que estas compensaciones extraordinarias o especiales no eran materia de 
negociación. Está bien lo que plantea el señor Diputado Puig, en el sentido de que tenemos que discutir 
qué vamos a negociar. Digo esto porque si una parte no quiere negociar cierto aspecto y los demás 
entendemos que es materia de negociación, seguramente surjan problemas que lamentarán todas las 
partes. 


Luego del 30 de diciembre, en las reuniones con el señor Director General, la Coordinadora aludió al tema, 
pero el Director General siguió sosteniendo que no era materia de negociación. Después, algunos gremios por 
separado pidieron entrevistas por temas propios de la Unidad, y se volvió a insistir ante el señor Director 
General sobre el tema. En el caso de mi gremio la Asociación de Funcionarios de Secretaría, en una 
entrevista durante el mes de abril, volvimos a insistir sobre este tema y el señor Director General expresó que 
se iban a modificar muy pocas compensaciones a la baja o al alza y que seguía sosteniendo su posición 
original en cuanto a que este aspecto no era negociable. 


SEÑOR GUIMARAES.- A solicitud de la Asociación de Funcionarios de la Dirección Nacional de 
Arquitectura, el pasado lunes mantuvimos una reunión con el señor Director General para conversar 
sobre la perentoriedad de los plazos de vencimiento y para hablar sobre otros temas que figuraban en 
la agenda temática de nuestra negociación transversal a nivel de la Unidad Ejecutora. Si bien en el 
Ministerio hay un ámbito bipartito a nivel general con todos los sindicatos, en particular, cada 
organización con su Dirección Nacional tiene un ámbito de negociación. Nosotros veníamos trabajando 


una serie de temas entre los que considerábamos la posible homologación de funciones que 
pretendíamos que en forma rápida arrojara soluciones a esta temática. Dentro de esa homologación 
incluíamos esas nefastas compensaciones que todos compartimos que han deteriorado el salario de los 
trabajadores. 


En una reunión que habíamos solicitado, el Director General Pablo Ferrer tuvo para nuestra directiva 
términos para nada amables y nos dejó sin palabras cuando se manifestó descalificando a los trabajadores. 
Además, levantó su tono de voz, augurando nada aceptable. 


Hoy por hoy, en la Dirección Nacional de Trabajo presentamos una denuncia por esta actitud. Entendemos 
que la negociación se tiene que encauzar en los ámbitos mencionados por el señor Diputado Puig, entre los 
administradores y los trabajadores. Estamos dispuestos al diálogo siempre y cuando de la otra parte exista esa 
misma disposición. 


En este momento nos encontramos en la siguiente situación. Hay funcionarios eventuales que han pasado de 
la Dirección de Obras a distintas oficinas y se les pagaban compensaciones con el fin de mejorar los salarios 
en función de los roles que iban adquiriendo; por ahí se mencionó a los abogados. Sin embargo, hay 
innumerables trabajadores que ingresaron por el escalafón obrero y que aún no han sido regularizados en la 
función que realizan efectivamente. 


En el 2007 aplaudimos la ley de presupuestos en la que se consideró funcionarios públicos a aquellos que 
tenían contratos eventuales que durante décadas ingresaron al Ministerio y los de contrato permanente desde 
el 2008. 


Hemos estado trabajando para que a cada trabajador se le reconozca su función y se le pague de acuerdo con 
la función que realiza. Evidentemente, compartimos que la compensación no es la forma. Hoy nos 
encontramos con que los contratos temporales están en una situación muy similar a la que se plantea en los 
contratos eventuales porque ingresaron con salario piso. Estamos hablando de que los mínimos salariales que 
se consideraron son los de cuarenta horas a $ 15.400. El compañero Larrosa mencionaba que los capataces 
ganan lo mismo que un peón, que hay un achatamiento de la estructura de salario. Actualmente tenemos 
ayudantes de arquitecto, técnicos instaladores, técnicos en administración, es decir, una cantidad de contratos 
temporales que ingresaron percibiendo el mismo salario que un funcionario de obra en calidad de peón. Esto 
está generando un reclamo de los compañeros que no fueron tenidos en cuenta a nivel salarial con los mismos 
pisos que se establecían. No sé cómo se va a solucionar esa modalidad. Entendemos que el camino no debería 
ser aplicar otra compensación. ¡Por favor! Creemos que hay que transitar por ese proceso a fin de que la 
Administración pueda regularizar esa situación de los trabajadores; tal vez por el apuro en el ingreso y por el 
mantenimiento de la fuente de trabajo se hayan cometido errores. 


Estamos dispuestos a trabajar para solucionar esos errores, pero queremos sentarnos ya para discutir estos 
temas con la Administración. 


SEÑOR CABRERA.- El señor Diputado Tierno preguntaba si conocíamos a los patrocinantes del 
recurso administrativo. No sé si se refiere a los abogados o a todos los que firman. 


SEÑOR TIERNO.- A los abogados. 


SEÑOR CABRERA.- No; no conocemos a los abogados que firmaron. Además, los compañeros que 
hoy estamos acá no firmamos ese recurso, pero sabemos que hay afiliados y no afiliados a los gremios 
que lo han firmado. Ahora, tal como dije, no conocemos a los abogados patrocinantes. 


SEÑOR HERRERA.- En cuanto al relacionamiento con la Administración no decimos que es 
excelente, pero sí el correcto. Como sindicato y al principio tuvimos muy buena relación con el Director 
Nacional de Hidrografía y se han solucionado temas concretos de la Dirección Nacional de Hidrografía, 
pero tenemos problemas que trascienden a esta Dirección como, por ejemplo, el ingreso de personal. 
Por este motivo, nos estamos reuniendo con el Director Ferrer quien es consciente de estos asuntos. 
Como a nosotros nos corresponde la realización del dragado salvo los puertos comerciales, los demás 
son de nuestra competencia, y se establecieron los pisos salariales, se generarán problemas concretos 


ya que la gente no quiere hacer horas extra para llegar a ese piso; por una mala interpretación que 
hizo el Ministerio de Economía y Finanzas se incluyeron los viáticos y los gastos de alimentación, por lo 
que se alcanzan los $ 18.500. Entonces, como la gente está ganando menos de lo que ganaba antes, para 
la próxima temporada no se va a poder concretar el armado de los puertos deportivos. 


A su vez, tenemos el problema de que la Administración pasada gastó algo más de US$ 2:000.000 para dejar 
en condiciones la flota de dragado y no tenemos personal. 


Como sindicato hemos planteado los problemas, pero también las soluciones. En las tareas de dragado no 
puede desempeñarse cualquier persona ya que debe contar con libreta de embarque y una habilitación 
especial que le da UTU. Asimismo, hemos planteado hacer un convenio con el SUNTMA, que es el sindicato 
que reúne a los marineros, que es el que abarca las características que tiene nuestra labor. 


Por parte del Director General hemos tenido buena receptividad, quien se manifestó sobre el caso de las 
compensaciones para aquellos que se desempeñen en el armado de los puertos. Nos dijo que ese problema es 
lógico decirlo pues corresponde lo había planteado en el Ministerio de Economía y Finanzas y que esta 
semana le darían una respuesta en relación con dejar por fuera de los mínimos los gastos de alimentación y 
los viáticos a fin de poder trabajar con normalidad. A su vez nos dijo que está de acuerdo con la posición del 
sindicato en cuanto a contratar personal a los efectos de hacer los dragados correspondientes ya que el de La 
Paloma no lo podemos hacer por falta de personal y tampoco el del Río Uruguay, la entrada a Carmelo, del 
Almirón Chico y del Almirón Grande, y hay que tener en cuenta la importancia que va a tener el puerto de 
Paysandú. Ellos son conscientes de todo esto, coincidimos y estamos trabajando en ese sentido. No digo que 
seamos hermanos, pero por lo menos tenemos una relación correcta con la Administración que nos ha 
escuchado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como Comisión vamos a invitar a este ámbito al señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas. Asimismo, vamos a tratar de que asista el Director General de Secretaría 
que ha tenido un trato desigual tanto con unos como con otros para escuchar sus expresiones. 


Asimismo, vamos a avanzar en el tema de negociación colectiva, en el diálogo en general y nos 
mantendremos en contacto con ustedes de forma permanente. 


Agradecemos muchísimo vuestra presencia. 
SEÑOR CABRERA.- Agradecemos a la Comisión habernos recibido. 


(Se retiran de Sala los sindicatos del MTOP) 


——- El señor Diputado Espinosa quería realizar un pequeño planteamiento, aprovechando su visita a la 
Comisión. En ese sentido, le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR ESPINOSA.- Aprovechando la amabilidad de los integrantes de la Comisión y en virtud de 
que es un tema que hoy por hoy está más latente que nunca, quisiéramos proponer la reconsideración 
de un proyecto de ley presentado en la Legislatura anterior, que versa sobre trabajadores que realizan 
tareas a la intemperie. Si bien en la Legislatura pasada recibió el visto bueno de la totalidad de los 
partidos políticos, existía la aspiración, muy sana y noble, de hacer algunas precisiones y ampliaciones 
a esta propuesta, cosa que fue tomada de muy buen agrado por la totalidad de los integrantes en su 
oportunidad 


Todos sabemos de los efectos perversos en la salud y en las condiciones de trabajo que sufren aquellos que 
realizan tareas a la intemperie. Basta con recorrer las calles del país para ver las condiciones deplorables en 
las que se desempeñan, por ejemplo, los guardias de seguridad, esas personas que, quizás, complementan sus 
jubilaciones u otra tarea, tratando de ganar algún pesito más para llegar a fin de mes. 


Si bien nos consta que algunas empresas tomaron los recaudos correspondientes desde el anuncio de esta 
iniciativa años atrás, no fueron todas las que lo hicieron. Tanto en el circuito formal como en el informal 
vemos mucha desprotección en este sentido. Por lo tanto, planteamos la posibilidad de retomar esta 


propuesta. No recuerdo dónde se encuentra, si se archivó o dónde está. Si hubiera acuerdo para reflotarla, lo 
vamos a agradecer. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Secretario Geronés está tomando nota para que esta Comisión 
busque su proyecto. 


Agradecemos mucho su presencia. 


SEÑOR PUIG.- En la sesión pasada y por unanimidad, esta Comisión vio la necesidad de hacer 
gestiones que me consta que efectuó el Presidente para que la semana pasada se convocara a una sesión 
especial de la Cámara de Diputados, a fin de tratar un proyecto ya aprobado en el Senado que refiere a 
la prórroga del seguro de paro de los trabajadores de Metzen y Sena. Solo quería plantear la 
posibilidad de que se hagan las gestiones pertinentes seguramente nosotros lo haremos también a 
través de los coordinadores de bancada para que en la sesión de hoy se apruebe ese proyecto, a los 
efectos de que este mes se efectúe la liquidación de lo correspondiente al seguro de desempleo. 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Me acotan que no figura en el orden del día de la sesión de hoy. 


SEÑOR PUIG.- Entonces, solicitamos que se hagan las gestiones pertinentes para que hoy se trate este 
proyecto como urgente a fin de darle aprobación. 


Por otra parte, en conversaciones mantenidas con la señora Diputada Passada y el señor Diputado Novales, 
nos planteaban su interés que compartimos de analizar en la Comisión el proyecto de accidentes en el 
trayecto, "in itinere". Nos parece importante que en esta Legislatura se vuelva a considerar esa iniciativa a fin 
de que pueda ser aprobada, en la medida en que haya acuerdo entre los diferentes partidos. 


Por último, quiero saber si hemos tenido algún avance en el tema de FRIPUR, porque si no se concreta esa 
entrevista conjunta me parece que vamos a tener que tomar algunas iniciativas. 


SEÑOR ESPINOSA.- Nos hacemos eco del primer punto planteado por el señor Diputado Puig lo 
compartimos absolutamente y queremos destacar las acciones que se hicieron la semana pasada, 
tratando de convocar a la Cámara de Representantes a fin de que sesionara en forma extraordinaria 
para solucionar esto. 


También hay que reconocer hechos nobles, señor Presidente. Si bien usted vio que somos críticos y que 
tiramos algún "palito", cosa que está en el juego de la política, queremos reconocer la actitud del señor 
Diputado Olivera, que aun estando con un pequeño quebranto de salud, ante la preocupación de los 
trabajadores que nosotros le transmitimos, no dudó en levantar el teléfono y hacer las gestiones 
correspondientes. Quería destacarlo. 


(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a responder algunas inquietudes del señor Diputado Puig. 


Con motivo de nuestra visita al departamento de Soriano, el señor Diputado Novales hizo la presentación del 
proyecto, solicitando su tratamiento. Hay dos iniciativas en ese sentido. Una es de él, aunque 
lamentablemente fue rechazada por algunos "peros". De todas maneras, agradeció muchísimo el trabajo de la 
señora Diputada Passada y van a presentar una nueva propuesta, que es la que vamos a estudiar. 


En cuanto a FRIPUR, con la reserva correspondiente, quiero decir que hay un Senador de mi partido y un 
Representante del suyo, señor Diputado Puig, que con intervención de este Presidente están haciendo las 


últimas gestiones para ver si esta gente entiende cuál es el sistema de las nuevas relaciones laborales. De lo 
contrario, estaremos informándoles en breve. 


SEÑOR PUIG.- Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una información más: a instancias del señor Diputado Iturralde Viñas, 
hemos estado conversando con el Presidente del Registro para tratar de que se llegue a un acuerdo con 
respecto a este conflicto que tiene paralizados muchos temas en general. En ese sentido, me gustaría 
que el señor Diputado Iturralde Viñas lo explicara. 


Ayer mantuve una entrevista con el señor Orellano y nos pusimos a las órdenes como Comisión. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- La semana pasada presenté un proyecto para que los escribanos 
pudieran casar. Algunos de los funcionarios me llamaron y estuvimos conversando dos horas y media, 
más allá de las discrepancias que de antemano sabíamos que íbamos a tener, ya que lo habíamos 
conversado con algunos compañeros que están en el sindicato. Estuvimos hablando bastante de este 
tema; hay un atraso importante y ellos reclaman una partida de $ 1.800. Con el reclamo que quedó 
pendiente el Gobierno les daba la partida que correspondía, pero se pasan de la franja, empiezan a 
tributar IRPF y no les queda prácticamente nada. La negociación es complicada, también está el 
aporte para la salud. Es todo muy complejo. Lo cierto es que el Gobierno les ofrece $ 400 o $ 500 y ellos 
reclaman $ 1.800. También hay un problema con la retroactividad. El tema está congelado y no se 
entiende mucho dónde. 


Yo me comuniqué con el señor Orellano y fue muy abierto, enseguida me contó los detalles del conflicto. 
Estuvimos conversando y viendo los distintos puntos de vista. También estuve conversando informalmente 
con Pedro Apezteguía y Pablo Álvarez. Aparentemente desde el Ministerio de Educación y Cultura lo 
empujan y en el Ministerio de Economía y Finanzas se tranca. El señor Zavala me estuvo dando más detalles 
y creo que la solución está bastante cerca. De todos modos, habíamos invitado a comparecer al señor 
Orellano y, en principio, habíamos quedado en que si terminaba algunas actividades que tenía hoy estaba a 
disposición para venir a conversar con nosotros. 


Hay que buscar una solución a este conflicto, ya que esta es la última semana que están casando y ya la 
próxima no casarían. Si el asunto se soluciona rápido podrían seguir casando la semana que viene, de ahí 
viene mi apuro. 


No sé si están al tanto de que el 20 de mayo una de las medidas fue la de no casar. El Director del Registro 
Civil llevó por subrogación a un Juez de Paz de San José y, con algunas dificultades, se hicieron los 
casamientos. Hay que arreglar esto. En los sueldos de los funcionarios del Registro Civil esta suma no incide 
tanto y tampoco le incide al Gobierno. Entonces, creo que podemos trabajar sobre esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Informamos que el Director Orellano va a esperar las conversaciones de 
mañana miércoles sobre el mediodía y, en caso de que el conflicto continúe, va a estar en contacto con 
esta Comisión. 


SEÑOR TIERNO.- Hemos recibido a integrantes de la FOICA después del exitoso foro todas las partes 
lo han reconocido; inclusive alguna revista dedicada al tema cárnico ha sacado alguna nota importante 
al respecto que se realizó gracias a la colaboración de esta Comisión. Ellos se han comunicado con 
todas las partes buscando que se convoque a la Mesa Sectorial. Han tenido reuniones con la Asociación 
Rural del Uruguay, la Federación Rural, las dos cámaras que integran los industriales y los 
consignatarios de ganado, y están todos contestes en conformar esa mesa sectorial. Nos han solicitado 
que esta Comisión y a las otras dos Comisiones que organizaron el Foro seamos las que convoquemos a 
esa mesa. No sé si es lo que corresponde, porque me imagino que el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social tiene que involucrarse, pero es un planteamiento recibido por parte de la federación de la carne 
y lo vuelco para que tomen conocimiento, y evaluemos si somos nosotros y las otras dos Comisiones los 
que podemos convocar esa mesa o si la solicitamos al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Con lo 
que están de acuerdo ellos y todas las partes que estuvieron manteniendo reuniones es con que esa 
mesa sectorial se dé en el ámbito del Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos tomamos hasta mañana para pensar lo planteado por el señor Diputado. 
(Apoyados) 


SEÑOR PUIG.- El sindicato de funcionarios del Correo había pedido para ser recibido. No sé si eso 
está agendado para mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mañana viene el Ministerio del Interior, lo del Correo está agendado para el 
próximo martes, pero si es urgente podemos citarlos para mañana a las 12 y 30, luego de la 
comparecencia del Ministro Bonomi. 


(Diálogos) 
——- Corresponde ahora recibir a la Asociación de Informáticos Judiciales. 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Informáticos Judiciales) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión da la bienvenida a la delegación de la Asociación de 
Informáticos Judiciales, integrada por el analista en computación, Gabriel Espíndola; el licenciado 
Guillermo Colo, Vicepresidente, y el ingeniero Horacio Vico, Presidente. 


SEÑOR VICO.- Buenos días, soy el ingeniero Horacio Vico, presido la Comisión Directiva de la 
Asociación de Informáticos Judiciales. Somos una Asociación que nuclea al 99% de los técnicos 
informáticos del Poder Judicial. Lo que venimos a plantear hoy a la Comisión es un tema que atañe a 
nueve compañeros informáticos que hacen la misma tarea que otros y perciben una remuneración 
diferente. 


Como ustedes sabrán, desde hace unos ocho o nueve años el Poder Judicial viene invirtiendo fuerte en el 
tema informático, apostando a hacer todo en el propio Poder Judicial sin tercerizar servicios. Esto hizo que la 
plantilla de informáticos tuviera que crecer bastante, pero también ocasionó que se tuvieran que dar más 
servicios de soporte. En un momento dado, en 2006, el Poder Judicial se encontró con que no daba abasto 
con el servicio de soporte técnico y no tenía dinero ni recursos para generar más cargos técnicos de 
informática, y utilizó una solución que en ese momento se dijo que era temporal, que fue la de echar mano a 
unos cargos administrativos que había en los Juzgados que se denominan Operador PC. Eran administrativos 
que manejaban el PC un poco mejor que el resto y se encargaban de hacer un "backup" en el Juzgado. 


En la reestructura que se hizo en el Presupuesto anterior, a través de una circular, la Corte expresó lo 
siguiente: "Los funcionarios que actualmente ocupan el cargo de Operador PC, podrán optar por ser 
trasladados a las Divisiones Informática o Tecnológica, manteniendo el escalafón y grado que se aprueba en 
la presente resolución, o por volver al escalafón que ocupaban con anterioridad a su transformación en 
Operador PC. Para este caso se recompondrá su carrera en función de la reglamentación que a tales efectos 
dicte esta Corporación y sin alterar la remuneración que perciben a la fecha". Es decir que le decían a los 
Operadores PC que o bien se iban a la División Informática o Tecnología, o dejaban su cargo vacante y 
volvían al escalafón administrativo. De hecho fue lo que hicieron, porque no eran informáticos y no iban a ir 
a la División Tecnología a prestar servicios: el 90% de los Operadores PC pasaron a ser Administrativo II y 
dejaron libres esos cargos. Entonces, la Corte toma esos cargos y empieza a nombrar a informáticos que 
deberían haber estado en el escalafón informático en el cargo de Técnico Il, que es el que le da soporte a los 
usuarios. Por lo tanto, se genera esa inequidad porque ya había informáticos que tenían el cargo técnico en 
Informática y entraron estos otros compañeros como Operador PC. Se suponía que esa era una solución 
temporal, porque no había recursos, y que la situación se iba a solucionar más adelante en el siguiente 
Presupuesto, pero eso no se hizo. Entonces, siguieron contratando Técnicos II y dejaron a los Operadores PC 
con el cargo que tenían. 


Hemos intentado plantear esto ante las autoridades judiciales de la Corte; nos hemos reunido con la Dirección 
General, pero no han recogido este planteo. Nuestro interés era que esto fuera tenido en cuenta en la 
Rendición de Cuentas, más aun porque en el Presupuesto se votó la creación de un montón de cargos para 


informática. Entonces, si bien hay rubros más que suficientes para regularizar la situación de estos 
compañeros, se proponen nuevas contrataciones en lugar de solucionar lo que ya está planteado. 


Adviértase que se trata de ocho compañeros Operadores PC y de un Administrativo III que ni siquiera lleva el 
nombre "PC" en la denominación del cargo que está ocupando un puesto técnico en la División Tecnología. 


Uno de los argumentos de la Corte es que había bases distintas en los concursos. Nosotros trajimos y 
podemos dejar en poder de la Comisión las bases de los concursos para Técnico II y Operador PC, donde se 
puede apreciar que son más exigentes las bases para Operador PC que para Técnico II. Para Operador PC se 
pide el título de ingeniero, licenciado o analista, y para Técnico II, tener dos años aprobados de una carrera 
de nivel universitario en informática; o sea que no es válido lo que plantea la Corte. 


Asimismo, se genera otro problema más: los compañeros no pueden aspirar a concursos de ascenso. Como 
ustedes saben, en la Rendición de Cuentas del año 2007 se aprobó una ley para que los ingresos a los 
escalafones del Poder Judicial fueran por concurso abierto. Eso está muy bien; pero, muchas veces, dentro 
del Poder Judicial hay concursos para ascensos que son internos. No es el ingreso a un escalafón, sino un 
ascenso dentro del mismo escalafón. En esos casos, como estos compañeros están en otro escalafón el 
administrativo, cuando se llama a concurso para ascenso, quedan afuera. En tanto, los Técnicos II se 
presentan, ascienden por ejemplo a Técnico I y los Operadores PC ni siquiera pueden participar en ese 
concurso. La Corte dice que esto ocurre porque la ley establece que no se puede ingresar a un escalafón sin 
previo concurso abierto. Sin embargo, por otro lado, ascienden por este medio. 


Por lo tanto, dado que la Corte no parece plantear una solución ni recoge nuestra propuesta para presentarla 
en la Rendición de Cuentas, quisiéramos plantear que en el Parlamento se pueda hacer la redistribución de 
recursos ya votados para la creación de cargos informáticos, a fin de solucionar esta situación. 


Además, en el área informática pasa algo insólito: se llama a concurso abierto en el año 2010 hemos 
convocado a numerosos concursos y no se llenan las vacantes. Se han presentado trece personas para 
concursar para siete cargos, algunas de ellas no cumplían con las bases mínimas requeridas, y no se han 
podido llenar las vacantes. En tanto, cuando se llama a concurso para administrativos se presentan cinco mil 
personas; cuando se convoca para un concurso a arquitectos, acuden quinientas o seiscientas. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Tierno) 


——- Este problema ocurre en el Poder Judicial desde hace bastante tiempo; tenemos una rotación altísima: 
hay cargos en los cuales ha renunciado el 90% de quienes están designados y se ha tenido que llamar 
nuevamente a concurso, porque el Poder Judicial no compite con el propio Estado ni con empresas privadas, 
por el tema del desempleo cero que tiene la informática. Entonces, mal se puede pensar en seguir contratando 
gente cuando no se pueden llenar las vacantes y tener a estos compañeros, que son nueve personas, 
trabajando en desigualdad de condiciones. 


Como decía, tenemos la documentación con las bases de los llamados para que se vea que realmente se trata 
de las mismas condiciones para los dos cargos. Además, la Corte tiene clarísimo que la función que cumplen 
es la misma: dar atención al usuario, responder las llamadas, reparar los PC, etcétera. 


SEÑOR PUIG.- A partir del planteamiento que hace la Asociación de Informáticos Judiciales, 
deberíamos realizar algún tipo de consulta a la Corte. En el día de hoy también recibiremos en esta 
Comisión a la Asociación de Funcionarios Judiciales; supongo que de allí surgirá algún planteamiento 
sobre el cual podremos consultar a la Corte. De esa manera, evaluaremos si corresponde convocar a los 
Ministros de la Corte a este ámbito, por supuesto que en sus competencias administrativas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo una duda que me quedó de la exposición de nuestros invitados en 
cuanto a si lo que manifiestan es que el Parlamento le podría solicitar a la Corte la redistribución de las 
partidas votadas. 


SEÑOR VICO.- Exactamente: lo que planteamos no es la asignación de nuevos recursos, sino la 
redistribución de los que ya fueron votados para la creación de cargos nuevos en informática. Tenemos 
los números en nuestro poder: hay $ 4:400.366 votados en el presupuesto para la creación de cargos en 


informática en 2012. Para 2013, hay $ 6:000.000 y para 2014, $ 5:000.000. La regularización que 
nosotros planteamos está en el entorno de $ 2:000.000. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Vidalín) 


——- O sea que con la mitad de lo previsto para uno de esos años ya se estaría cubriendo nuestro 
requerimiento. Entonces, lo que estamos planteando es que con esos recursos ya votados, y con el aval del 
Parlamento, la Corte regularice esta situación. Luego, con lo que sobra, si se requiere, podrá generar nuevos 
cargos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente, la semana que viene estaremos entrevistándonos con 
integrantes de la Suprema Corte de Justicia, a quienes invitaremos a concurrir a esta Comisión. 


Agradecemos mucho vuestra presencia. 


(Se retira la delegación de la Asociación de Informáticos Judiciales) 


Informamos al señor Diputado Puig que los funcionarios del Correo no pueden concurrir en el día de 
mañana por compromisos asumidos anteriormente. 


(Diálogos) 
(Ingresa a Sala una delegación de cuidadoras del INAU) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión da la bienvenida a la delegación de cuidadoras del INAU 
integrada por la doctora Azul Martorell y las señoras Mabel Aranda y Fany Fusatte. 


SEÑORA MARTORELL.- Soy asesora jurídica de las cuidadoras. 


Creo que la situación es de conocimiento público. La problemática se ha planteado a partir de si existe o no 
una relación laboral. Desde hace tiempo ellas han planteado su situación en distintas Comisiones. Han sido 
bien recibidas en el Parlamento, donde les han dado la razón. Tengo acá una carpeta con nuestro reclamo 
judicial, y me gustaría hacer algunas menciones. 


La posición del INAU viene desde 1930 cuando la familia era grande y la mujer no trabajaba fuera de la casa, 
sino solo el marido. En aquel entonces, los niños que tenían problemas debido a que la familia estaba en 
riesgo social o económico eran dados a esas madres para que los cuidaran. Si bien hoy tienen algunos 
beneficios como, por ejemplo, carné de salud, beneficio jubilatorio, Sistema Nacional Integrado de Salud, 
hogar constituido, asignación familiar o prima por antigiedad, la situación continúa siendo la misma. Ellas 
continúan en el rol de madres y no se las vincula nunca a una relación laboral. Es evidente que las situaciones 
han cambiado. Yo quisiera saber si esas mujeres aceptarían quedarse con esos niños si no se les dieran esos 
beneficios. No creo que ninguna de las trescientas sesenta madres sustitutas que hoy existen acepten al niño 
por el simple hecho de cuidarlo, sin obtener ningún beneficio. La situación ha cambiado y para ellas esta 
tarea significa un trabajo. Si bien para ellas el hecho de cuidar a los niños es algo especial, es un trabajo y así 
lo consideran. 


A medida que reclamaron determinados derechos, se les fueron concediendo, pero se llegó a una situación 
insustentable. Hace quince o veinte años que están trabajando y ahora piden al INAU que regularice su 
situación. Por ejemplo, no tienen licencia, que es un beneficio normal en todo trabajador. El INAU dice que 
las madres no tienen licencia. Se debe tener en cuenta que no es lo mismo ser madre de una familia normal 
que estar en esta situación. El INAU plantea que se comenzó de una manera y se debe continuar igual. 


Hay ciertos derechos que ellas necesitan tener como trabajadoras. Ellas reciben una remuneración antes se 
llamaba salario; ahora le cambiaron el nombre y alimentos por los niños. Una parte del dinero que reciben es 
para ellas y otra corresponde a alimentos. El INAU les hace los aportes jubilatorios y cobran aguinaldo. Si se 
entiende que no son trabajadoras públicas, sin duda algún tipo de trabajadoras son. No se puede decir que el 
Estado es tan benefactor que a estas mamás les otorga determinados beneficios sociales. Me parece que es un 


absurdo. Hay una situación que está enmascarada y que el INAU no quiere resolver porque le significaría una 
erogación bastante grande. 


Dentro de los juicios que se han llevado a cabo, algunos se han ganado en primera instancia y otros no. Ahora 
estamos a nivel de Tribunales, en segunda instancia. 


Quiero destacar una situación interesantísima. En una hoja de historia laboral, el vínculo funcional del BPS 
con las cuidadoras es el número 12, que corresponde a empleado. Sin que ellas lo supieran, el INAU pidió al 
BPS que cambiara el vínculo funcional. ¿Por qué en un primer momento el INAU no dijo que no son 
empleadas y, sin embargo, ahora que ellas están reclamando sus derechos quieren descaracterizarlas? El 
INAU dice que son madres. Es lindo ser madre, pero esta es una situación diferente. Ellas crían niños, pero la 
labor no deja de ser digna por el hecho de recibir un sueldo. La maestra, que muchas veces es como una 
segunda madre, recibe un sueldo. En este momento se busca regularizar todas las situaciones laborales. Hoy 
hasta quienes cuidan perros hacen aportes al BPS. Es una forma de que el Estado aporte soluciones a los 
habitantes. Por tanto, la situación de las cuidadoras me parece ridícula y, además, se ha politizado mucho. 


El señor Diputado Puig sabe las veces que han ido al sindicato, al SUINAU, para hacer valer sus derechos 
pero siempre les ha pasado lo mismo. No tienen representación y, al no ser políticamente interesantes dentro 
del sindicato, se las ha dejado de lado. Lamentablemente, es así: es todo político y corporativo. Ellas sienten 
que su situación está en agua de borrasca y nosotras venimos a plantearla al Parlamento. 


Si no cumplen con las condiciones para ser funcionarias públicas, podría establecerse una relación laboral. 
Muchas veces el Estado deja su función pública y entra en una relación laboral de derecho privado. Sin 
embargo, se dice que reconocer que las cuidadoras son trabajadoras, por todo un tema económico, sería el 
acabose del INAUÚ. 


Hoy venimos a plantear la problemática porque sabemos que todo está muy corporativizado; que si hay 
presión política se puede hacer una cosa u otra. Eso ocurre, evidentemente, con el tema de los juicios de los 
militares, que también se ha politizado. Se consigue algo dependiendo de la posición política que tenga más 
fuerza. Yo soy apolítica pero señalo que como ellas no tienen fuerza política ni representan una masa fuerte 
para que haya gente que las defienda, siguen siendo las mamás de 1930 que querían ayudar a los hijitos de 
otras. Eso me parece absurdo. 


También se dice que quizás tengamos suerte a nivel judicial, pero las decisiones judiciales unas veces son 
buenas y otras son malas. 


Quiero señalar, por ejemplo, que ellas no pueden pedir un préstamo para vivienda porque no se las reconoce 
como empleadas aunque hace veinte años que están trabajando y reciben una retribución, aguinaldo, hogar 
constituido y prima por antigiiedad. Sin embargo, si pasan el tope la DGI les descuenta el IRPF. Entonces, 
sirven para una cosa pero para otras no. 


El INAU dice que no pueden tener licencia por el tipo de tarea que realizan. ¿Por qué no? Ese Instituto ha 
constituido hogares institucionalizados que están a cargo de funcionarios que generalmente son parejas, a 
quienes se les paga una prima especial por estar veinticuatro horas prestando servicio. Sin embargo, esas 
personas también tienen un descanso. Estas situaciones tienen que regularizarse. 


Ellas trabajan veinte o treinta años, el INAU les hace un aporte por el mínimo y se jubilan con una miseria. 
Con otra mentalidad se podría decir: "qué bueno que tienen una jubilación", pero hay que tener en cuenta que 
trabajan veinticuatro horas los 365 días al año y reciben una jubilación lamentable. 


Cuando empiezan a exigir, las corren porque no tienen derecho ya que, según se dice, en 1930, cuando se 
inició este sistema, eran buenas mamás que recibían niños. Hace cinco o seis años que venimos diciendo esto 
y ahora queremos saber cómo ven ustedes la solución, dado que consideramos que nuestra sociedad debe ser 
integradora y cooperativa. Se dice que cuando ellas se iniciaron sabían que era así, pero todo cambia. 
Quisiera saber si alguna persona aceptaría ser madre sustituta si se le sacaran todos los beneficios. 
Evidentemente, debe haber vocación. A veces uno no puede ni con los hijos de uno, y menos con los de otro. 
Debe haber vocación pero no hay que engañarse ni pensar que vienen por la plata y no por el niño. Tampoco 
es así. 


Quisiera escuchar qué piensan ustedes porque siempre hemos oído la opinión del INAU que es muy 
institucionalizante, más allá de que los niños que están con madres sustitutas son los que tienen mejores 
niveles de rendimiento y de educación y los que llegan a ser profesionales o a tener oficios. Tienen una 
cantidad de beneficios pero en el momento de verlas como mujeres que necesitan regularizar su situación, no 
lo logran. 


SEÑORA ARANDA.- Pertenezco al Programa de Alternativa Familiar y quisiera explicarles que 
tenemos muy claro que estos niños no son hijos nuestros. Nosotras trabajamos por vocación pero ello 
no significa que no sea un trabajo. Lo hacemos con gusto y nos enorgullecemos de lo que logramos 
porque en muy pocos casos estos chicos salen a robar o a portarse mal sino que la mayoría estudia. 
Todo eso tiene un costo. Muchas veces tenemos que depender de los sueldos de nuestros esposos o del 
dinero que entra al hogar para poder ayudar a los chiquilines a salir adelante. 


También tenemos claro que, a pesar de que nosotras los criamos así, estos niños son hijos del Estado, que se 
tiene que hacer cargo de ellos. Nosotras ayudamos y trabajamos, pero son hijos del Estado, no hijos nuestros. 
Los cuidamos, los hacemos estudiar y los contenemos con amor porque hay que tener vocación para hacer 
esto 


Esta tarea no está a cargo de familias pudientes sino de gente de trabajo, de mediana estabilidad. A ninguna 
cuidadora del INAU le sobra nada. Muchas veces tenemos que aportar de lo que ganan nuestros esposos para 
que estos chicos salgan adelante, y creo que no es justo que no se reconozca lo que somos. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quisiera que se reiterara la cantidad de chicos que tienen a su 
cuidado. 


SEÑORA FUSATTE.- Hay 1.550 chicos en los hogares y somos 380 cuidadoras en todo el país. 


Algunas compañeras han tenido a su cargo catorce chicos. Yo tuve hasta once pero hoy, por razones 
económicas, tengo solo dos. Con los $ 1.800 por niño que nos paga el INAU, es clarísimo que no nos 
alcanza. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- ¿Han mantenido algún diálogo interinstitucional con el INAU? 


SEÑORA MARTORELL.- Ha habido conversaciones con las jefaturas departamentales de cada 
departamento, pero no hay una relación fluida. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Formulé la pregunta para saber cómo mejorar el relacionamiento. 


SEÑORA FUSATTE.- Hemos tratado de abrir puertas, pero no tuvimos éxito. Tratamos de hablar con 
el señor Dardo Rodríguez con quien teníamos una relación bastante fluida, pero ahora no nos recibe. 
Podemos plantear el tema de las becas o de los estudios de los chicos, pero cuando hablamos de dinero 
no nos quieren recibir. Tenemos que ser la Mujer Maravilla con solo $ 1.700 por niño para alimentos. 
Traje mi recibo de sueldo para que lo puedan ver. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- ¿Cuánto es el sueldo? 


SEÑORA FUSATTE.- Serían otros $ 1.800. Es más, del sueldo no podemos tocar un peso porque, 
según el INAU, está destinado al chico. Por lo tanto, trabajamos gratis. Aclaro que gratis trabajo solo 
para mis tres hijos. He dejado mi vida, mi salud y mi familia. Además, como tenemos chicos del INAU, 
no nos aceptan en ningún lado. Vivimos como bichos. 


SEÑOR PUIG.- ¿Hay algún ámbito de diálogo o de negociación colectiva de las cuidadoras del INAU 
con la institución? ¿Hay alguna forma para que ustedes puedan plantear de manera colectiva sus 
inquietudes o aspiraciones ante el INAU? 


SEÑORA MARTORELL.- Ellas fueron mucho tiempo al SUINAU y se asociaron pero, cuando había 
que representarlas, el Presidente no les respondió. En la etapa de los juicios laborales, primero fuimos 
al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero se nos dijo que debíamos dirigirnos a la sección 
Conflictos Colectivos. Hablamos con la doctora Barack pero nos dijo que había que presentarse como 
sindicato. Trasladamos el problema al señor López y todavía estamos esperando que se forme una 
mesa de negociación. Ellas están totalmente desprovistas de representatividad a todo nivel porque el 
SUINAU no las apoyó. Solicitamos una mesa de acuerdo para presionar, pero nunca se formó. Es más: 
tuvimos que entrar directamente porque no tuvieron representatividad. 


SEÑOR BISTOLFI.- Me parece que se trata de un trabajo más que sensible porque se hacen 
responsables de niños en situación crítica o de calle. Por lo tanto, quiero felicitarlas porque están 
forjando esta sociedad que está tan deteriorada. 


El trabajo de la Comisión es escuchar a las dos partes y por ello nos gustaría hablar también con el INAU. Ha 
habido una gran evolución en cuanto al derecho de los trabajadores y creo que a cualquier trabajador 
independientemente de estar o no agremiado debe respetársele sus derechos. Por lo tanto, más allá de estar o 
no en un gremio, deberían ser escuchadas. Si no entendí mal, ustedes procuran ser funcionarias del Estado 
para contar con todas las garantías y acceder a todos los beneficios. 


No sé sí han planteado el problema en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑORA MARTORELL.- Hace seis años que estamos en la misma situación y nunca se llegó a una 
solución. Entiendo la posición de ustedes en cuanto a que tienen que escuchar a las dos partes. 


Si a nivel judicial se determina que son madres, debería haber otros caminos para establecer que son 
funcionarias del Estado. Quizás no lleguen a ser funcionarias públicas porque no pasaron por un sistema de 
selección, pero podría reconocérseles otro tipo de relación. No entiendo por qué no se las quiere reconocer 
como trabajadoras. Se ha reconocido hasta a las trabajadoras sexuales. Acá hay un problema económico, 
porque el Estado tiene que erogar una cantidad de dinero; no se trata de un problema filosófico. Está claro 
que al Estado le va a salir mucho dinero reconocerlas como trabajadoras. Me parece que es un estado social 
de derecho en el que no solo tiene que ver el Estado sino también las personas que trabajan. Hoy se quiere 
regularizar todas las funciones: el que trabaja con el perrito va a poder tener su jubilación así como las 
trabajadoras sexuales que hasta tienen el gusto de llamarse trabajadoras. Es el Estado que les reconoció el 
título de trabajadoras, ¿y por qué ellas no pueden ser trabajadoras? Esto es lo que me pregunto. Si se 
acomodaron otras situaciones, para mí un tanto absurdas, pero, bueno, el Estado tiene que velar por todos los 
ciudadanos, ¿por qué el Estado no puede velar por ellas en este caso? La Comisión puede plantear invitar al 
INAU, pero ya sabemos lo que va a decir, va a desconocerlo ya que institucionalmente esa es la posición que 
han tomado. Además sabemos que acá el sistema es corporativo. Entonces, ¿qué hacemos? ¿Es lo que más 
pesa económicamente? Nosotros no tenemos fuerza dentro de la sociedad como para pedir que nos 
reconozcan. Inclusive, a nivel judicial, puede haber un resultado a favor o en contra, pero sabemos que 
muchas veces, cuando hay otros intereses, se va por otros lados para llegar al fin. Nosotros carecemos de esos 
poderes, no tenemos esa fuerza como para que este asunto sea bandera para algún sector político o para el 
Gobierno. No sé si queda claro lo que estoy diciendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si hay un solo gremio de cuidadoras del INAU. En lo personal 
debo decir que fui visitado por asesores jurídicos de cuidadoras que han asistido a mi despacho e, 
inclusive, fueron a mi departamento. Con otros Diputados hemos tratado el tema relativo a las 
cuidadoras. Reitero la pregunta: ¿se trata de un solo sindicato? ¿Se trata de una sola asesoría o hay 
varios asesores? Tenemos que conocer estos datos porque muchas veces ese elemento de la división 
gremial o sindical termina debilitando para que las autoridades se aprovechen. Aquel dicho de "Divide 
y gobernarás" se aplica mucho. 


SEÑORA MARTORELL.- No hay gremio. Si bien es un derecho de todo trabajador agremiarse 
libremente, ellas entendieron que podían ser bien representadas por el gremio del INAU, pero no se 
sienten representadas. Entonces, no podemos decir que estén agremiadas sino nucleadas. Ahora están 
más nucleadas por todo el tema de los procesos judiciales. Si bien hay dos grupos de abogados uno más 
al norte y otro más al sur, trabajamos juntos. Por ejemplo, tenemos casos separados, casos juntos, y 


trabajamos con cierta libertad pensando siempre en la posibilidad de cuanto más se pueda hacer 
mejor. Estamos en una coincidencia de actuación. Cuando fuimos a hablar con el señor Presidente del 
INAU, doctor Salsamendi, lo hicimos representando a los dos bloques jurídicos de asesores legales. En 
ese sentido, trabajamos de acuerdo siempre y cuando sea para la causa. 


Reitero que en cuanto al gremio, ellas no están representadas. 


SEÑORA ARANDA.- Quiero dejar en claro que nosotras trabajamos bajo directivas del INAU, es 
decir, no nos llevamos a un niño y después hacemos lo que queremos con él en nuestras casas. Debemos 
hacer controles médicos y cumplir con todas las directivas del INAU. Esto indica que nosotras 
trabajamos para INAU ya que recibimos las directivas de la institución y debemos cumplir con lo que 
nos determinan. 


SEÑOR OLIVERA.- Tengo algunas interrogantes. Es evidente que lo que todavía no está definido 
claramente es la relación entre las cuidadoras y el INAU. De aquí parte todo este conflicto de intereses, 
por lo que habría que empezar a definir claramente cuál es la relación. 


El otro elemento es constituirse como sindicato, pero no como anexo del sindicato sino como una propia 
organización de cuidadoras y cuidadores. Es muy difícil que puedan ser continentadas por un sindicato que 
tiene una relación claramente de dependencia y características muy particulares de ser parte de ese grupo. Yo 
fui dirigente sindical y sé que es muy difícil representar una parte anexa sin tener claramente la definición de 
la representación y ver de qué manera encaja en la negociación colectiva, es decir, cómo se los considera. De 
todas formas, no están impedidas de constituir su propio sindicato, inclusive de presentarse en el PITCNT y 
afiliarse como sindicato. Ahí luego tendrán otra discusión sobre cuál es el rubro y en qué parte de la 
negociación colectiva encajan. 


Este asunto no deja de ser extremadamente complejo. No queremos simplificar la discusión porque no es 
sencilla. Asimismo, debe ser difícil para el INAU definir esa relación de dependencia en cuanto a algunas 
cosas a las que se hacía mención. ¿Quién se encarga de algunos de esos aspectos desde el punto de vista, 

inclusive, presupuestal o institucional? No es sencillo definir estos aspectos. 


Nosotros estamos permanentemente recibiendo delegaciones. Antes que ustedes recibimos a una delegación 
de los sindicatos del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Se trata de situaciones complejas que hay 
que definir que son claramente dependientes. ¿Por qué? Por un instrumento del Estado que no es sencillo de 
resolver y, que decían recién, no surgió ahora sino hace muchos años atrás, lo que no evita que observemos y 
encaremos esta situación en el marco de regular y ver dónde encajan individuos que, indiscutiblemente, son 
trabajadores. 


El tema es que partimos de una situación de dispersión porque la primera gran dificultad es que no están 
constituidas como un sindicato, lo que lo hace más complejo ya que la interlocución de este grupo, ¿es de 
carácter jurídico, social u organizativo y tiene otras características? Porque una cosa es el tema judicial, 
jurídico y, otra, el laboral, sindical, que es el verdadero interlocutor de representante de los trabajadores de la 
organización sindical. 


Como decía, ahí tienen una situación de complejidad de constituirse como organización para tener un 
interlocutor que represente los trescientos ochenta trabajadores o un número importante de ellos. Creo que 
partimos de una discusión de dispersión, de interpretaciones y, como bien decía el señor Presidente, puede 
haber tantas interpretaciones como grupos que se armen y hagan sus reclamos jurídicos. Puede haber 
trescientos ochenta reclamos diferentes con características en común y particulares. 


Me parece que primeramente habría que dar forma a esta cuestión porque, de lo contrario, tenemos una 
interpretación muy abierta de la situación. 


SEÑOR PUIG.- No veo otra forma de avanzar en este tema que no sea convocar al Directorio del 
INAU a fin de intercambiar opiniones sobre una situación que lleva décadas de determinada forma. 


Considero legítimo que planteen reivindicaciones como trabajadores. También considero legítimos los pasos 
que se dieron en cuanto a dar cobertura de seguridad social a otros colectivos, ya sea a las trabajadoras 
sexuales, a los cuidadores de perros, a los ladrilleros y a otros tantos colectivos, con respecto a los cuales se 
ha avanzado en ese sentido. No creo que su planteo sea contradictorio ni que se haga en detrimento de lo que 
se ha hecho hasta ahora. La primera forma de avanzar en ese plano es conversando con el INAU para tener 
un estado de situación. Por lo menos, a priori, no veo que el Parlamento esté en condiciones de cambiar la 
actual situación si no es a partir de una conversación e, inclusive, hasta un diálogo y hasta una negociación, 
con un colectivo. Coincido en que la dispersión no ayuda en estos casos porque, en la medida en que no haya 
un colectivo como tal que reivindique sus derechos, es más difícil que estos se puedan concretar. Creo que el 
primer paso es llamar al Directorio del INAU y también propongo citar al SUINAU a fin de analizar esa 
situación. 


Gracias. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Voy a discrepar con los compañeros que hicieron uso de la palabra 
anteriormente. 


Creo que es buena la actividad sindical. Filosófica y políticamente nosotros la fomentamos desde mi partido; 
nos parece positiva. Pero también entiendo que la Constitución de la República ampara a todos los 
trabajadores para que sean protegidos en sus derechos, más allá de que integren un sindicato o no. Es más: el 
artículo 57 de la Constitución dice que la huelga es un derecho gremial y lo refiere de acuerdo con sus 
antecedentes al conjunto de trabajadores de un área, más allá de la no organización de un sindicato. Y la 
libertad sindical tiene dos facetas, una positiva, que es la de hacer un sindicato y estar en él, y la negativa, 
que es la de no hacer un sindicato y no querer estar en él. Entonces, me parece que el planteo va un poco más 
allá. 


Es positiva la propuesta de invitar al sindicato y a las autoridades del INAU, pero me parece que sin perjuicio 
de ello, ustedes, como trabajadoras, quizás puedan hacer los reclamos sin necesidad de integrar un sindicato, 
si es que no quieren hacerlo, si tienen un reclamo "ad hoc". 


Quería dar mi punto de vista y agradecerles porque su exposición ha sido muy ilustrativa, más ahora en un 
momento especial que vive el país, por suerte para todos, con una bonanza económica importante. Creo que 
el tipo de tareas que desarrollan es muy importante desde el punto de vista social. Tiene mucho que ver con la 
solidaridad. No pasa por $ 1.700 sino por la solidaridad, atención y cuidado especiales, cosa que está muy 
desarrollada en los países más avanzados en temas de seguridad social. Por consiguiente, en lo personal tomo 
particularmente el tema, quedo a las órdenes y seguramente me contacte con ustedes para seguir conversando 
sobre este tema que sí me interesa y mucho. 


SEÑORA MARTORELL.- Para nosotros son muy valiosas las expresiones de los tres señores 
Diputados. Aunque antagónicas o contrarias, son muy valiosas las tres opiniones. 


Quería decirle al señor Diputado Olivera que hay trescientos ochenta cuidadoras dispersas en todo el 
territorio. Hay muchas que no se han integrado y, como bien se dijo, es más que nada una agrupación por la 
reclamación jurídica que por la parte laboral-social. En un momento hubo esa inquietud y siempre se fue a 
SUINAU. En el momento en que había que poner las papas al horno, SUINAU no asumió la 
representatividad social del grupo. Entiendo que eso es bueno, pero hay muchas cuidadoras que no están 
ejerciendo ninguna presión ni quieren formar parte del grupo porque tienen miedo de perder lo poco que 
tienen. Entonces, no se las puede obligar en ese sentido. 


Para nosotros sería invalorable traer al SUINAU para ver cuál es su definición porque yo creo que ellas 
siempre se sintieron trabajadoras del INAUÚ. Entonces, si bien como decía el Diputado Olivera, es algo anexo, 
hay que tener en cuenta que muchas de estas cuidadoras han pagado la cuotita social al sindicato del 
SUINAU y todas las veces que hay reunión en la calle Agraciada van. Entonces, me parece importante que 
dentro de la agrupación social SUINAU se defina si políticamente le es importante representar a las 
cuidadoras; me parece que es más un problema político de la propia agrupación sindical que otra cosa. Para 
ellas es algo importante porque ahí está todo armado y no se empezaría de cero. Esa es la visión que tenemos 
y por eso siempre fuimos al SUINAU. 


Por otra parte, queremos decirle al Diputado Iturralde Viñas que sabemos que no todo pasa por las 
organizaciones sindicales, pero hoy por hoy, más allá de estar a favor o en contra, entendemos que estas 
agrupaciones representan una fuerza que las trescientos ochenta madres sustitutas no tienen. Además, sería 
homérico el trabajo que uno debería hacer para formar el sindicato y tener una representatividad; es todo un 
desgaste. Implicaría sumar otro problema a todos los que ya hay. Entonces, lo mejor sería llegar a ciertos 
acuerdos dentro de lo ya existente. 


SEÑOR TIERNO.- Las apreciaciones de la representante legal me generan una duda. Ella manifestó 
que hay cuidadoras que temen hacer una demanda judicial al INAU por miedo a perder lo poco que 
hoy reciben. ¿Ha habido alguna amenaza concreta por parte del INAU? Es muy grave esa apreciación. 


SEÑORA MARTORELL .- Sí, ha habido presiones, aunque indirectas. Desde que se judicializó esto, la 
situación se ha tornado bastante desgastante. No nos olvidemos que los que tienen el poder son el INAU 
y los Gobiernos Departamentales. Es obvio que pasa eso, que hay presión por parte del INAU en 
relación a las cuidadoras que han iniciado los juicios. 


SEÑOR TIERNO.- Tiene que ser más explícita porque diciendo solo que ha habido amenazas o que ha 
habido algo por parte del INAU o de las jefaturas locales, esto no queda claro. Si ha habido amenazas, 
¿de qué tipo? Reitero que esto es muy grave. 


SEÑORA FUSATTE.- En lo personal no he recibido ningún tipo de amenazas, pero sí le ha pasado a 
distintas compañeras de diferentes departamentos. Ahora tenemos una compañera en Durazno deben 
saberlo perfectamente que es madre de hogar de alternativa. Yo soy madre de mis hijos; del INAU soy 
cuidadora. Esta señora quiere adoptar un chico de veinte meses que está con ella desde los dos días de 
vida. Se lo quieren sacar porque lo quiere adoptar, y dice que la represión empezó cuando ella comenzó 
el juicio. Eso es grave porque está capacitada para ser cuidadora alternativa, está en regla y tiene todo 
bien; todo esto debería ser tenido en cuenta cuando quiere ser mamá de un chico que le dieron con dos 
días de vida y que hoy tiene veinte meses. Le van a llevar la vida a esta compañera. 


SEÑORA MARTORELL.- En realidad, ese asunto se encuentra en una zona medio gris, porque 
supuestamente las cuidadoras del INAU no pueden adoptar, aunque ha habido antecedentes de que 
han adoptado cuando les han dado los niños muy chiquitos. Entonces, es una situación un poco libre, 
de voluntad del INAU. 


Desde que esta señora empezó el juicio, INAU puso el límite. En este caso de Durazno, el INAU dice que las 
cuidadoras no pueden adoptar, pero como represalia de la situación judicial que empezó esta señora. Antes sí, 
pero ahora no; están poniéndose un poco más estrictos. 


Yo estuve en Melo en febrero y a las cuidadoras las llamaban y, si iniciaban el juicio, las amenazaban. 
Podemos traerles recortes de periódicos donde se hacen las denuncias. Podemos traer una carpeta con las 
denuncias de las cuidadoras porque se las obligaba a no entrar en el juicio. Entonces hay miedos. 


SEÑOR TIERNO.- No entiendo dónde hicieron la denuncia, si fue periodística o si está asentada en la 
Justicia. 


SEÑORA MARTORELL.- No se hace la denuncia porque si la trabajadora denuncia al INAU, al otro 
día le sacan los niños. Eso es obvio. Esta es la inestabilidad que tienen. INAU puede sacarle los niños al 
otro día y chau, no sucede lo mismo que con un trabajador normal que puede denunciar a su 
empleador por acoso, porque le exige o por un traslado mal hecho. El trabajador tiene toda una 
garantía que ellas no tienen. Esto va más allá de lo económico; ellas no tienen garantía de nada. Si el 
INAU las empieza a acosar, a los dos días les puede sacar los niños. 


A una trabajadora de San José que inició el juicio con nosotras, INAU le dio de baja. ¿Saben por qué le dio 
de baja? Porque cuando cambió el tema de alternativa familiar al de acogimiento familiar, INAU dice que no 
se trata de una relación entre la cuidadora y el Instituto, sino del menor y el Instituto, y el dinero que se pasa 
no es más retribución sino pensión alimenticia, es de naturaleza alimenticia y la relación es gratuita y 


honoraria. Bueno, a esta compañera le quisieron hacer firmar un convenio en el que decía que la relación era 
gratuita y honoraria y que no daba derecho a indemnización. Obviamente no firmó; "ergo sum" la 
despidieron, le dieron de baja. Si usted me dice que eso no es represión... Bueno. Le puedo traer el convenio 
que le querían hacer firmar. Ella no lo firmó, y hoy está sin trabajo. 


SEÑOR TIERNO.- Cuando venga el INAU nos sacaremos la duda y veremos qué opinan de la 
reflexión de la asesora legal de las cuidadoras. 


SEÑORA FUSATTE.- Es más nos multaron porque presentamos un recurso diciendo que estábamos 
mal en lo que estábamos reclamando, en función de una ley que no está aprobada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al caso de Durazno debo trasmitirles que hemos estado 
trabajando con el colega Diputado Tierno. 


Somos conscientes de que hemos ido contra la ley y de que en este caso no ha habido persecución por parte 
del INAU sino aplicación de la ley. Una muy buena disposición del Juez que actuó en la causa nos permitió 
hacer gestiones ante las autoridades del INAU, y creo que tanto el Diputado Tierno como yo actuamos en 
este caso porque vimos una madre yo dejaba de lado la palabra "sustituta" para decir "madre", "madre", 
"madre" que crió a un niño desde los dos días. En lo personal, he estado en varias reuniones con cuidadoras 
del INAU a las que valoro muchísimo por la vocación, pero fundamentalmente por el amor que dispensan a 
los chicos, pero en este caso sabíamos que esta madre y su esposo se experimentaban como padres y aman 
verdaderamente a ese niño. Creo que fue eso lo que nos movió y debo manifestar que tanto el señor Diputado 
Tierno como yo no lo hemos hablado hemos encontrado, tanto de parte del Director Rodríguez como del 
Director Salsamendi como yo no tenía el mismo conocimiento con él que el señor Diputado Tierno, le pedí a 
él que se comunicara, una excelente disposición de sentido común para tratar de dar una respuesta a esta 
situación especial. Debo reconocer que quizás va contra la ley, porque indudablemente hay gente en espera, 
pero valió más el afecto, el cariño, el amor y la fuerza de una madre que no quería desprenderse de su hijo. 


Vamos a invitar al sindicato y a las autoridades del INAU y vamos a estar en contacto permanente con 
ustedes como nexo para tratar de encontrar una solución a este tema que en lo personal comparto. 


(Se retira de Sala la delegación de cuidadoras del INAU) 
(Ingresa una representación de la Asociación de Funcionarios Judiciales) 


———- La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a los delegados de la Asociación de 
Funcionarios Judiciales, señores Gustavo Signorelli, Presidente, Sergio Núñez, Secretario General y Esteban 
Romasanta, Secretario de Organización. 


Cedemos la palabra a nuestros invitados. 


SEÑOR SIGNORELLLI.- Antes que nada, quisiera decir que en el día de hoy se festeja el Día del 
Trabajador Judicial, según fuera resuelto por el Parlamento en 1993. Ello no ocurrió por coincidencia, 
sino porque el 5 de julio de 1943 se fundó la Asociación de Funcionarios Judiciales del Uruguay, 
sindicato al que representamos. Claramente, es el sindicato madre de todo lo que se ha gestado a 
posteriori. Entre otras cosas, venimos a reivindicar a esta asociación, que tiene sesenta y ocho años y 
que, vuelvo a decir, es el sindicato madre, para algunos de todos los males, y para nosotros, de la 
esperanza, con una trayectoria solamente interrumpida, apenas en parte, por la dictadura. 


Las preocupaciones que tenemos no son solo de carácter salarial. Precisamente, en el día de hoy venimos a 
hacer un planteo que tiene fundamento en la resolución de la Suprema Corte de Justicia de separar del cargo a 
una médica legista, la Directora de la Morgue Judicial, la doctora Beatriz Balbela, con las connotaciones que 
eso puede tener, no solo para el ámbito judicial, sino también nacional. Hay que tener presente que el 
departamento legal de medicina forense del Poder Judicial tiene en sus manos, entre otras cosas, lo que tiene 
que ver con la dictadura, con los desaparecidos, con los delitos de lesa humanidad, aunque la Corte entienda 
que no existen, que son delitos comunes. Por lo tanto, venimos a plantear una preocupación que es mucho 
mayor que cualquier inquietud que tenga que ver con un código o con el salario. 


Vuelvo a decir que hoy, 5 de julio, reivindicamos los sesenta y ocho años desde la fundación del sindicato, en 
1943: desde ya los invitamos a la conmemoración de esta fecha, que realizaremos a partir de la hora 20. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Desde hace unos cuantos años nos preocupa el funcionamiento de la Morgue 
Judicial como servicio de justicia; todos saben lo delicado que es el trabajo que realiza y lo que genera 
desde el punto de vista social. Nuestras preocupaciones se relacionan con el orden estructural de la 
Morgue, que tiene un edificio totalmente caduco para su funcionamiento; con las condiciones laborales 
de los trabajadores que allí se desempeñan y también con la tarea que realizan. En este sentido, 
sabemos que hay un proyecto que posiblemente se lleve a la práctica en 2012, con un cambio de la sede 
de la Morgue. 


Todo el problema se generó a raíz de las condiciones de trabajo y de una inspección que este sindicato 
solicita al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social sobre las condiciones en que trabajan los funcionarios. Es 
así que el Ministerio realiza catorce observaciones a la Morgue, que van desde la contaminación ionizante 
que provoca un equipo radiológico con más de treinta años de funcionamiento, totalmente caduco, con 
ninguna medida de seguridad, hasta la falta de baños y de duchas para que los funcionarios que hacen las 
tareas relacionadas con las autopsias puedan bañarse y cambiarse la ropa en un lugar decente; la 
contaminación permanente de todas las muestras que se realizan por falta de ventilación, la ausencia de 
equipos y de carros elevadores para manejar los cuerpos, que los funcionarios deben trasladar a pulso, a 
fuerza de brazo, y una serie de situaciones que hacen al entorno del funcionamiento de la Morgue. Entonces, 
se generan determinadas investigaciones en el Instituto Técnico Forense, algunas impulsadas por la 
Directora, la doctora Balbela, en este momento separada del cargo y con sumario administrativo, y otras 
generadas por denuncias que hacen los propios funcionarios con respecto al relacionamiento con esta 
funcionaria. 


Aclaro que nosotros no venimos a defender a la doctora Balbela en cuanto a su gestión administrativa, porque 
eso lo va a establecer el organismo a través de un sumario que está llevando adelante y que determinará las 
responsabilidades que tiene, o no, en cuanto a las denuncias que se hicieron; las conocemos; supimos de 
antemano que se iban a realizar y qué funcionarios las iba a hacer. 


La preocupación de este sindicato tiene que ver con el lugar que ocupa la doctora Balbela en el andamiaje de 
la clínica forense de la Morgue Judicial. Tengo en mi poder el currículum de la doctora Balbela, persona 
ampliamente reconocida en el ámbito internacional por su trabajo en derechos humanos, por su desempeño 
en la técnica forense, y por los peritajes que realiza como técnica del Poder Judicial. La doctora Balbela tiene 
el respaldo y reconocimiento de toda la magistratura penal del país, de sus colegas, de los familiares que 
buscan justicia con los derechos humanos y también de este sindicato. Ella ha participado en una gran 
cantidad de causas de enorme trascendencia en lo que tiene que ver con la búsqueda de verdad y justicia para 
los derechos humanos. El caso Peré recientemente resuelto en ámbito de la Justicia Penal se resuelve a partir 
de un peritaje en el que participa la doctora Balbela, junto a otros técnicos, que determina la responsabilidad 
del militar que luego fue procesado. No está en discusión el protagonismo de la doctora Balbela como 
profesional ni tampoco su reconocimiento. 


En ese ínterin se realizan denuncias concernientes al relacionamiento laboral; la Suprema Corte de Justicia, 
intempestivamente, resuelve separarla del cargo e iniciar un sumario administrativo. Habitualmente, la Corte 
no actúa de esta manera. Este sindicato ha hecho denuncias por acoso o por problemas de relacionamiento 
laboral contra magistrados, actuarios y jerarcas del Poder Judicial, y jamás la Suprema Corte de Justicia, en 
estos últimos cuatro o cinco meses, ha tomado una decisión de este tipo. Simplemente, llevó a cabo 
investigaciones administrativas para determinar responsabilidades o bien ha pedido informes a los jerarcas 
para conocer su visión sobre la situación; ha trasladado todo a una Comisión de salud laboral que está 
funcionando dentro del ámbito del Poder Judicial, donde interactúan todas las gremiales y el organismo, y a 
través de una resolución se determinó que esas denuncias fueran a esta Comisión para que realizara un 
protocolo de actuación. 


Entonces, nos genera enorme preocupación que la Suprema Corte tome una determinación absolutamente 
drástica y desproporcionada en relación a las denuncias que existen contra la jerarca, sobre todo en este 
momento tan particular para el país. No voy a decirles a ustedes lo que significa el reciente decreto del Poder 
Ejecutivo que habilita a que ochenta causas de los derechos humanos puedan volver a estar en los estrados 
judiciales, tanto las que están pendientes de resolución como las que podrán plantearse de aquí a noviembre, 


cuando se genere lo que la propia Corte ha determinado en cuanto a la prescripción de los delitos de 
homicidio especialmente agravado. 


La inquietud de este sindicato pasa por ahí: que en un momento de suma importancia para lo que van a ser las 
tareas y actividades que la medicina forense y los peritos del Poder Judicial tengan para realizar, el vértice de 
esa clínica forense, la profesional más prestigiosa que tiene el Poder Judicial en su ámbito y también en lo 
nacional, sea separada del cargo por una resolución que, reitero, entendemos que resulta desproporcionada 
con respecto a las denuncias que se realizaron, que son denuncias de mero relacionamiento, algo que 
habitualmente sucede en todas las oficinas judiciales y que, tal vez, ocurra aquí también, en el sentido de que 
el jerarca entiende que no se lleva bien con un funcionario o éste entiende que el jerarca no lo trata 
correctamente, que se resuelven con una investigación y, eventualmente, con un sumario administrativo, si 
corresponde, pero no con una separación del cargo, que es una sanción sumamente grave y se aplica cuando 
el organismo presume que existen irregularidades serias y no solo administrativas. 


El momento en que se genera esta medida de la Suprema Corte de Justicia es que nos provoca la iniciativa de 
venir a esta Comisión así como a otras a plantear nuestra inquietud. Nos genera preocupación que el respaldo 
de los peritajes que va a realizar la medicina forense del Poder Judicial hacia los magistrados, y que en 
muchos casos va a ser fundamental para las decisiones que estos tomen, no va a tener entre sus cuadros 
porque está separada del cargo a la jerarca, a la científica que tiene el mayor protagonismo, la máxima 
preparación y capacitación en el área para determinar y ser la consulta de los magistrados con respecto a este 
tema. 


Queremos plantear la posibilidad de que la Comisión de Legislación del Trabajo pueda participar de esta 
situación e interactuar con el organismo. Concretamente, deseamos solicitar que se levante la sanción de 
separación del cargo, porque perfectamente se puede hacer el sumario administrativo y determinar 
responsabilidades sin que la funcionaria esté separada del cargo. En este momento el Instituto Técnico 
Forense tiene un interventor, el doctor Puceiro, que es abogado y sabe muy poco de lo que pasa en una 
morgue judicial, todos tenemos claro eso. Por lo tanto, de alguna forma la Morgue Judicial hoy está acéfala, y 
el científico, el profesional que estaba mejor dotado y capacitado para esa tarea hoy está en su casa, separada 
del cargo, con lo que significa para el país lo que se viene por delante, que es nada más ni nada menos que 
determinar las responsabilidades de aquellos que violaron los derechos humanos durante la dictadura. 


Es la inquietud que tenemos, y quiero dejar por aquí. 


Gracias. 


SEÑOR PUIG.- En primer lugar, quiero saludar al sindicato, a la Asociación de Funcionarios 
Judiciales, en sus sesenta y ocho años. Teníamos presente esa fecha porque el 4 de febrero de 1943 se 
fundó el Sindicato del Gas y, casualmente, el 5 de julio es decir, cinco meses después, los funcionarios 
judiciales constituyen también su organización sindical, lo que me parece muy importante. 


Voy a hacer referencia dos aspectos. 


Sin duda que lo que tiene que ver con investigaciones administrativas y todo el ordenamiento interno que se 
realiza corresponde al Poder Judicial, y al Parlamento, como tal, no le corresponde expresarse en torno a este 
tema de la investigación administrativa y demás. 


Sí podemos manifestar sorpresa, porque conocemos el trabajo de la doctora Balbela específicamente en el 
área de los derechos humanos desde hace muchísimos años y lo que sí podemos constatar es el invalorable 
aporte que ha hecho a la Justicia en una materia tan delicada como es la investigación. Por lo tanto, nosotros 
partimos de la base de que se va a demostrar su situación funcional y que va a seguir contribuyendo a una 
situación que se da en un momento muy especial del país. 


Quisiera tener una estimación de quienes nos visitan acerca de cómo se encuentra el Poder Judicial para 
abordar este momento especial del país. No solo me refiero al desarchivo de las causas que fueron amparadas 
por una ley definida como inconstitucional como la ley de caducidad, sino a algo más global: en qué 
condiciones está el Poder Judicial para cumplir, como Poder del Estado, con la sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos con relación a la remoción de los obstáculos que han impedido la 


verdad y la justicia en el país. Si ustedes tienen alguna noción de si se está en condiciones de encarar este 
tema, les agradecería mucho la opinión. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quiero agregar una consulta. No estoy al tanto de la situación; no 
sabía que existía un sumario a la doctora Balbela. Me gustaría que me explicaran los motivos que 
llevaron a esa situación. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Comienzo por la última consulta. Hay una serie de irregularidades 
relacionadas fundamentalmente con lo que ha sido la historia de la morgue. Cuando hablamos de 
irregularidades nos referimos a que no se cumple con ningún tipo de norma internacional ni nacional. 


Voy a poner algunos ejemplos para que tengan una idea. Parece de locos lo que voy a plantear, pero es para 
que vean a lo que se llega: los extractores de aire de la morgue, que está en Uruguayana y Río Grande, se 
encuentran ubicados en la parte de arriba, cuando internacionalmente se aconseja que deben estar a nivel del 
piso, porque cuando se trabaja con cuerpos la circulación del aire requiere una posición distinta. El aparato de 
rayos X que es el que generalmente se usa para determinar la trayectoria de una bala, fue regalado por 
Magurno hace treinta años, o sea que no solo emite radiación en la morgue y a quienes allí trabajan, sino que 
irradia a todo el barrio. Hace dos o tres años, hubo una queja muy fuerte de los vecinos por el olor que 
despedía la morgue en ese lugar. De esto podríamos hablar doscientos años. Para el Poder Judicial, la Morgue 
ha sido un lugar de retiro y sanción de funcionarios que no andaban bien o tenían problemas y terminaban allí 
o en el Depósito Judicial. Ello se debía, entre otras cosas, a que los dos lugares están bastante alejados y los 
controles efectivos de trabajo son pocos. Además, hay toda una situación que tiene que ver con el laboratorio 
toxicológico. Habrán leído en los diarios que allí va parte de la requisa de droga para ser analizada y dos por 
tres desaparece algún kilo o medio kilo. Ese tipo de cosas pasan en la Morgue Judicial. Pero no son nuevas; 
ocurren hace veinte años. Es más, hace pocos días en la prensa salió un tema sobre el ex Director Guido 
Berro y el manejo de los cuerpos, que terminaban en otros lugares. 


Sin embargo, este es un lugar sensible del Poder Judicial, entre otras cosas, porque quien muere sin asistencia 
de un médico y, por supuesto, tiene deudos debe pasar por allí. En definitiva, es un lugar sensible, no es un 
sitio donde se trabaja con expedientes; no se trabaja con la vida, pero sí con la muerte. 


La morgue de Montevideo tuvo problemas de funcionamiento desde que se creó, y las del interior están en 
las mismas condiciones o peor. El señor Presidente debe saber que en la morgue de Durazno se atendía en 
una camilla, en una pieza sola, con un sangrador cuyos vertidos pasaban a la red cloacal general, cosa que no 
debe ocurrir. Todo esto parece terrible, pero ha sucedido desde hace veinte años. 


Se están planteando la creación de una nueva morgue judicial que esté al nivel que se necesita, pero en eso no 
tiene que ver la Directora. Ella puede aconsejar, puede decir que los cerebros no se abran con la amoladora o 
con pinza y sin protector, pero si no es así, no se abren; no hay otra forma. Los trabajadores formularon 
denuncias porque no quieren seguir abriendo cuerpos así, no quieren tener ese tipo de ventilación ni prender 
la máquina de rayos X para conocer el trayecto de una bala sabiendo que eso puede traer complicaciones. 
Esas denuncias son tan importantes como para generar una nueva morgue. Sin embargo, los hechos que 
ameritan algunas de esas denuncias entre otras, las que tienen que ver con el cambio del ex Director Guido 
Berro; hace un año que asumió la doctora Balbela como Directora del departamento de medicina forense de 
la Suprema Corte de Justicia, es decir, de la Morgue venían pasando históricamente. En general, cuando 
ocurren estas cosas, no son responsabilidad de los directores, sino del organismo, que tiene la facultad de 
enviar un mensaje presupuestal para pedir recursos y llevar adelante proyectos, cosa que no se hizo. 


En realidad, creemos que existe una gran excusa necesaria para sacar del medio a alguien con una capacidad 
irremplazable no solo en el Poder Judicial, sino en el país. Y aquí voy a la pregunta del señor Diputado Puig, 
que tiene que ver efectivamente con que lo que le falta a la Corte para resolver este tipo de temas es voluntad 
política y no infraestructura, porque a pesar de todos los problemas que pueda tener el Poder Judicial más allá 
de la independencia de los Magistrados, que no está en discusión, cuenta con la posibilidad de ordenar 
administrativamente para estar a tono con lo resuelto por el Poder Ejecutivo o por el propio Parlamento. Las 
voluntades políticas no se obtienen de un día para otro. Creemos que para la Suprema Corte de Justicia lo 
decimos sin que nos duelan prendas el tema de los derechos humanos no ha sido prioritario ni ha desarrollado 
trabajos para darle prioridad, como no lo ha hecho con otros tantos asuntos, como la situación de la morgue, 
los juzgados de violencia doméstica que hemos planteado en varias oportunidades o los juzgados de menores 


infractores. Son políticas a las que la Corte no ha dado prioridad y que, entre otras cosas, nos sumergen en el 
caos actual que tienen el Poder Judicial, y lo decimos con total propiedad, a partir de lo mal administradores 
que son y, entre otras cosas, de la desidia con que toman algunos de los temas de la vida nacional. 


SEÑOR ROMASANTA.- Quiero responder la pregunta del señor Diputado Iturralde Viñas. 


Nos sorprende la medida tomada por la Suprema Corte de Justicia, porque en una Resolución del 8 de junio 
de 2011 establece que la Comisión de Salud Laboral creada en el organismo a iniciativa de AFJU "[...] tendrá 
entre sus cometidos proyectar la reglamentación del procedimiento a seguir, el estudio e instrucción de las 
denuncias de presunto Acoso Laboral". Estas últimas ya existen y las tenemos a estudio en la Comisión. En 
este caso, la Corte no envió a la Comisión las presuntas denuncias de acoso laboral, sino que emitió una 
resolución rápidamente muy rápida y aceleradamente, lo cual nos sorprende. Dado que estamos en una 
Comisión integrada por el organismo y todas las otras organizaciones incluida la Asociación de Magistrados 
del Uruguay, por la que concurre su Presidenta, la doctora Anabella Damasco, nos sorprende la celeridad con 
que la Corte resuelve el sumario por presuntas denuncias de acoso laboral de tres funcionarios que son los 
auxiliares y una jefa de sección de la Morgue Judicial, la separación del cargo y la retención de medio sueldo. 


SEÑOR PUIG.- Se hizo referencia a las condiciones de la Morgue y quería recordar que el año pasado 
esta Comisión recibió una delegación que mostró fotografías de trabajadores de empresas fúnebres, y 
lo que plantean los trabajadores tiene que ver con el ámbito relativo al Poder Judicial y las condiciones 
laborales que allí existen. 


No sé en qué plazo estará en funcionamiento la nueva Morgue Judicial, porque las condiciones de trabajo 
tienen que ver con la salubridad, no solo privada, sino del Poder Judicial, lo cual nos da una pauta de la 
necesidad de generar plazos más breves para la resolución de estos temas. 


SEÑOR NÚÑEZ.- El organismo piensa que la futura Morgue Judicial que va a estar en la calle 
Santiago de Chile, en el Barrio Sur estará lista para junio de 2012. Actualmente solo está la proyección 
de la obra. Se están haciendo los pedidos de precio para la infraestructura y el equipamiento. Nosotros 
ya tenemos experiencia en cuanto a lo que el organismo proyecta y luego concreta. Por ejemplo, la sede 
de los Juzgados de Familia, que está en la calle Rondeau y Valparaíso, debería haberse mudado en 
enero de 2009; sin embargo, se mudó en enero de 2010. Con la dinámica existente, la burocratización 
del sistema y lo complejo del equipamiento de la Morgue Judicial, dudamos que para julio del año 
próximo esté funcionando. Nosotros quisiéramos que ya estuviese funcionando. 


Es lamentable que una persona que a las ocho de la mañana va a buscar a su hijo o un familiar a la morgue 
para velarlo tenga que esperar el cuerpo en la vereda, sobre todo con estos fríos. El edificio actual ni siquiera 
tiene una sala de espera. No hablemos de las condiciones internas. Por ejemplo, la ducha estaba encima de un 
water y el funcionario debía bañarse en esas condiciones; ahora está clausurada. La Morgue tiene muchos 
problemas y son de difícil solución. Ojalá que esté pronta para la fecha en la que prevé el organismo, pero 
nosotros lo dudamos. Sabemos que para la próxima Rendición de Cuentas se marcan pautas sobre la futura 
sede y creo que se pide algún crédito presupuestal. 


De todas maneras, lo más complejo es el soporte pericial que el Poder Judicial debe brindar a los Jueces 
Penales. Eso es lo más grave. Si bien la Morgue tiene otros médicos forenses y autopsitas, nadie puede 
desconocer el protagonismo de la doctora Balbela en todas las causas penales sobre derechos humanos que se 
han dilucidado en los tribunales. Además, nadie puede desconocer lo que significa que un peritaje realizado 
por el Poder Judicial esté firmado por la doctora Balbela. Da certeza al Juez Penal, a los familiares y a la 
sociedad que el peritaje científico se haya realizado objetivamente y con el rigor científico que se requiere 
para que el Magistrado pueda expresarse y pronunciarse nada más y nada menos que sobre la libertad de una 
persona. 


Por supuesto que el Poder Judicial realizará los peritajes con los médicos forenses que tenga, pero no cabe 
duda de que no va a contar con los mejores elementos porque la cabeza científica de esa clínica forense no va 
a estar presente por una decisión absolutamente desproporcionada con los antecedentes. Esta es la principal 
inquietud del sindicato. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Somos defensores de los derechos de los trabajadores y con la Morgue 
estamos haciendo una excepción. Entre otras cosas, estamos haciendo una excepción discutida con los 
trabajadores, porque no hay ninguna morgue en el país, pública o privada, que pueda realizar la tarea 
en estas condiciones. En los hospitales y sanatorios existen depósitos, y nuestro trabajo tampoco se 
puede realizar en la Facultad de Medicina. Somos conscientes de que estamos en una situación 
irregular y que habría que cerrarla. El único lugar alternativo sería la morgue del Hospital Policial 
donde caben dos cuerpos pero, de todos modos, no se podría dar una cobertura adecuada. 


Hemos discutido con los trabajadores no hacer más el servicio, pero sería terrible para el país dejarlo sin 
morgue. Estamos haciendo un planteo desesperado y a esto hay que sumar la irresponsabilidad de la Corte en 
el caso de la doctora Beatriz Balbela, algo que no es menor. 


Vamos a dejar el currículum impresionante de la doctora Balbela para que vean cuál ha sido su trabajo a lo 
largo de treinta años de profesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ningún momento entendí por qué fue suspendida y separada del cargo la 
doctora Balbela. No encontré una respuesta. 


SEÑOR ROMASANTA.- Sabemos que hay una denuncia de tres auxiliares de la Morgue de presunto 
acoso laboral y una denuncia de una Jefa de Sección, también por presunto acoso laboral. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- ¿No se habló con la Suprema Corte de Justicia? 


SEÑOR ROMASANTA.- En estos casos, cuando la Corte resuelve hacer una instrucción sumarial, se 
reserva la discusión de los temas hasta que no se sustancie el sumario. Es muy difícil discutir cuando ya 
se decidió hacer un sumario y separar a la persona del cargo, con retención de medio sueldo. 


A modo de ejemplo, el año pasado hubo una investigación en la Morgue por quema autorizada o no de 
materiales que podrían haber sido prueba, para el psicólogo Fernando Repetto, Director Administrativo. En 
este caso, se le hace un sumario pero no se lo separa del cargo. 


En este momento, ante situaciones de denuncia de presunto acoso laboral, los casos se derivan a una 
Comisión de acoso laboral para su resolución. Las denuncias fueron de fines de junio y la Dirección del ITT'F 
resolvió hacer una investigación de urgencia, que luego elevó a la Corte. Con esa denuncia de presunto acoso 
laboral de tres auxiliares de Morgue y de una Jefa de Sección, la Corte resolvió separar del cargo a la 
funcionaria, con retención de medio sueldo. Entendemos que la medida no se condice con la posible 
presunción de la falta administrativa de la Directora. 


SEÑOR NÚÑEZ.- En los últimos cuatro meses este sindicato ha realizado denuncias contra jerarcas y 
otros funcionarios. Hemos hecho denuncias de acoso laboral contra el doctor Pablo Villa, Juez Letrado 
de Libertad, porque acosa laboralmente a sus funcionarios, insultándolos, agrediéndolos verbalmente 
frente a los usuarios, y la Suprema Corte de Justicia instruyó una investigación administrativa que ya 
lleva cuatro mese pero aún no ha terminado. Inclusive, él mismo había denunciado a los Defensores de 
Oficio también la Suprema Corte instruyó una investigación administrativa, que también son 
funcionarios judiciales, en la propia ciudad de Libertad. 


Por otra parte, hemos denunciado a la escribana actuaria de los Juzgados de Instancia Única de 4* a 6” Turno, 
Olga Dauría, por la misma situación: acoso laboral hacia los funcionarios. Hemos procedido de la misma 
manera con la escribana Luisa Levrero, actuaria en el Juzgado Civil del 7* y 16* Turno; con la escribana 
Blanca Rodríguez, de los Juzgados Letrados Civiles de Tacuarembó y con una Jefa de Sección de los 
Juzgados de Menores Infractores, por presunto acoso laboral. En estas cuatro causas la Suprema Corte de 
Justicia resolvió pedir informes, investigación administrativa y trasladar los casos a la comisión que estudia 
estos casos. 


Decíamos que los antecedentes inmediatos que hay son totalmente distintos a la resolución que hoy tomó la 
Suprema Corte de Justicia cuando la causa es la misma. Cuando hay una presunción de acoso laboral, la 
Suprema Corte de Justicia lo que hace habitualmente es solicitar un informe al jerarca, iniciar una 


investigación y, por último, determina si hay responsabilidades administrativas o no. El jerarca sigue 
haciendo su tarea y, luego de sustanciar la investigación, determina responsabilidades, pero aquí lo hizo al 
revés: inició un sumario, separó del cargo y luego empezó a investigar si la doctora Balbela realmente es 
responsable. Esto es lo que nos llama la atención. Hay cuatro causas similares donde la Suprema Corte de 
Justicia adopta una posición distinta y, en esta, una particular, con gran velocidad, ya que en setenta y dos 
horas estaba separada del cargo. 


SEÑOR ROMASANTA.- Por ejemplo, en la investigación urgente que se hace en la Dirección del ITF 
en ningún momento se llamó a la doctora Balbela. Quiere decir que la resolución se tomó sin 
escucharla. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Escuché con mucha atención y respeto el planteo, pero me parece que 
debiéramos llamar a la Suprema Corte de Justicia para conversar. En principio, me reservo el 
beneficio de la duda porque creo que se trata de gente con una larga trayectoria, personas de bien y 
que han actuado correctamente. Por consiguiente, me gustaría escuchar las razones por las cuales han 
procedido de esta manera y conocer sus fundamentos. Quiero decir estas cosas expresamente por algo 
que siempre se recalca en la Comisión de que el calla otorga. Yo digo que el que calla no dice nada, 
pero para que no queden dudas de que con mi silencio doy por bueno el tema, quiero decirlo 
expresamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo agradece vuestra presencia. A 
continuación, seguiremos reunidos para debatir sobre el tema y vamos a mantenernos en contacto con 
ustedes. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios Judiciales) 


——- Me gustaría escuchar opiniones acerca de cómo vamos a actuar en este tema, y si se quiere invitar a la 
Suprema Corte de Justicia. Este es un asunto delicado y no sé si corresponde a esta Comisión o a otra. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Me parece que este es un tema que también tiene que ver con la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, además de que también 
importa a esta. Luego de recibir los planteamientos del sindicato creo que corresponde escuchar a la 
Suprema Corte de Justicia, porque de no hacerlo estaríamos escuchando a una sola parte y, como 
solían decir los viejos romanos, en términos jurídicos: "Auditorium altera pars", que quiere decir que 
hay que escuchar a la otra parte. 


SEÑOR PUIG.- Estoy de acuerdo en invitar a la Suprema Corte de Justicia pero no por su carácter de 
órgano jurisdiccional sino por el papel administrativo que corresponde al Poder Judicial porque, más 
allá de sus potestades, sería interesante preguntar por lo menos a mí me surge la duda si se toman 
criterios distintos o dispares en cuanto al tratamiento de situaciones de presunto acoso laboral, según 
como lo ha planteado la Asociación de Funcionarios Judiciales. Me gustaría conocer si la Suprema 
Corte de Justicia ha aplicado diferentes criterios. Me parece que en ese sentido a esta Comisión le debe 
interesar ese aspecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, vamos a invitar a los miembros de la Suprema Corte de Justicia y 
les enviaremos la versión taquigráfica de esta reunión. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


